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1) TEXTO DE LA CITACION 
“Montevideo, 26 de julio de 1993, 


La CAMARA DE SENADORES se reunirá en sesión 
extraordinaria, en régimen de cuarto intermedio, maña- 
na martes 27 a la hora 14 y 30, a fin de considerar el 
siguiente 


Discusión general y particular del proyecto de ley por el 
que se derogan varios incisos del artículo 35 del decreto-ley 
N? 14,189, de 30 de abril de 1974 y se declaran inaplicables 
los Decretos 141/93 y 182/93, relacionados con el cese obliga- 
torio de los funcionarios públicos. 

(Carp. N* 1181/93 - Rep. N* 639/93 y Anexo l) 


LOS SECRETARIOS”. 


2 -C.S. CAMARA DE SENADORES 


2) ASISTENCIA 


ASISTEN: los señores Senadores Alonso Tellechea, Amo- 
rín Larrañaga, Arana, Astori, Batalla, Bianchi, Blanco, Bou- 
za, Bouzas, Bruera, Cadenas Boix, Cassina, Cigliuti, Elso 
Goñi, Gargano, González Modernell, Grenno, Irurtia, Kor- 
zeniak, Librán Bonino, Olascoaga, Pereyra, Pérez, Pozzolo, 
Ricaldoni, Riesgo, Silveira Zavala, Urioste y Zumarán, 


FALTAN: con licencia, los señores Senadores Belvisi, Jude 
y Millor. 


3) CESE OBLIGATORIO DE FUNCIONARIOS PUBLI- 
COS. Se derogan varios incisos del artículo 35 del de- 
creto-ley N* 14.189, Proyecto de ley. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Habiendo número, se levanta el 
cuarto intermedio. 


(Es la hora 14 y 33 minutos) 


-Corresponde pasar a considerar el único punto del orden 
del día: “Proyecto de ley por el que se derogan varios incisos 
- del artículo 35 del decreto-ley N* 14,189, de 30 de abril de 
1974, y se declaran inaplicables los Decretos 141/93 y 182/93, 
relacionados con el cese obligatorio de los funcionarios públi- 
cos. (Carp. N* 1181/93 - Rep. N* 639/93 y Anexo I)”. 


(Antecedentes:) 


“Carp. N* 1181/93 
Rep. N* 639/93 


PROYECTO DE LEY 


Artículo único. - Deróganse los incisos segundo, tercero, 
cuarto y quinto del artículo 35 del decreto-ley N* 14,139, de 
fecha 30 de abril de 1974. En consecuencia, decláranse descae- 
cidos y, por tanto, inaplicables, los Decretos del Poder Ejecuti- 
vo 141/993, de 19 de marzo de 1993 y 182/993, de 20 de abril 
de 1993, 


Korzeniak, Gargano, Bouzas, Astori, Arana, Brue- 
ra. Senadores. 
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EXPOSICION DE MOTIVOS 


Sobre la base de la facultad otorgada por el Art. 35 del 
decreto-ley N* 14,189, de fecha 30 de abril de 1974, y fundan- 
do su resolución en la política de racionalización de los recur- 
sos humanos de la Administración Pública y en la reducción 
del Gasto Público, el Poder Ejecutivo decretó, con fecha 19 de 
marzo de 1993, el cese obligatorio de los funcionarios públicos 
con 65 años de edad o que los cumplan dentro de un período 
menor a los dos años de vigencia del referido Decreto, perte- 
necientes a los escalafones *“C” -Personal Administrativo- y 
“F” -Personal de Servicio- y con derecho jubilatorio, 
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El presente proyecto de ley, apunta a la derogación de los 
incisos que facultaron al Poder Ejecutivo a dictar los decretos 
de referencia, por las siguientes razones: 


1) La disposición se adoptó contrariando la expresa opinión 
del Directorio del Banco de Previsión Social, cuyo asesora- 
miento se establece de manera preceptiva en la norma habili- 
tante, de inequívoca interpretación (*“... el Poder Ejecutivo, con 
el asesoramiento del Banco de Previsión Social, podrá reducir 
hasta 65 años la edad del cese obligatorio...””). 


Habiendo sido solicitado el correspondiente asesoramiento 
al BPS por parte del Poder Ejecutivo, con fecha 9/2/93, el 
citado Organismo pidió a Su vez información a la Oficina Na- 
cional del Servicio Civil, referida a la estructura de edades de 
dichos funcionarios, a efectos de calcular el impacto de la 
medida sobre el Organismo jubilatorio. Acto seguido, el Direc- 
torio del BPS comunicó al Poder Ejecutivo lo siguiente: 


a) que no estaba en condiciones de evaluar el impacto fi- 
nanciero sobre el BPS, en virtud de que la Oficina Nacional del 
Servicio Civil recién dispondría de la información solicitada en 
setiembre de 1993. 


b) que el Directorio del BPS no era partidario de estable- 
cer edades obligatorias de retiro. 


Cc) que tal disposición no se conciliaría con las normas jubi- 
latorias contenidas en la Ley N* 16.320, de 1/11/92, según las 
cuales, para alcanzar un mejor haber jubilatorio es necesario 
continuar en actividad hasta una edad más avanzada que la de 
65 años. 


Razones seriamente fundadas, desoídas por el Poder Ejecu- 
tivo, contrariando la norma legal correspondiente. 


2) No son de recibo los fundamentos esgrimidos por el 
Poder Ejecutivo al dictar el cese obligatorio a los 65 años de 
edad. En efecto, mal puede hablarse de “racionalización de 
recursos humanos” cuando ni siquiera se contaba con la infor- 
mación básica de estructura de edades de los funcionarios pú- 
blicos y no podía saberse, por tanto, cuántos eran los funciona- 
rios afectados por la disposición. Tampoco puede hablarse de 
reducción del Gasto Público, cuando, por un lado, el gasto que 
se reduce a la administración se traslada al BPS (con efectos no 
cuantificados por éste, pero ciertamente importantes) mientras 
que por otro, en forma simultánea con este decreto, el Poder 
Ejecutivo contrata personal para desempeñar funciones en car- 
gos jerárquicos de la Administración. 


3) El decreto del Poder Ejecutivo afecta la libertad de tra- 
bajo y colide con la tendencia de la legislación previsional 
internacional, que admite la flexibilidad en la edad de retiro. 
Atenta, además, contra la propia carrera administrativa, en tan- 
to obliga a cesar a los funcionarios afectados muchas veces 
antes que culminen la misma, con perjuicio adicional para la 
Administración. 
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4) El Poder Ejecutivo contrarió también, en la oportunidad 
la voluntad expresa de las mayorías parlamentarias, En efecto, 


la disposición referida al “cese obligatorio” -que proponía la. 


reducción de la edad a 65 años y facultaba al Poder Ejecutivo a 
rebajarla a 60 años- contenida en el Mensaje del Poder Ejecuti- 
vo sobre “Servicios personales en la Administración Pública”, 
fue expresamente rechazada por el Parlamento, no siendo reco- 
gida en la redacción final dada a la norma. (El Senado la 
rechazó en su sesión del día 6/6/90 -Tomo 329- pág. 242). 


Tales son, en síntesis, las razones que nos llevan a promo- 
ver la derogación de los incisos segundo, tercero, cuarto y 
quinto del Art. 35 del decreto-ley N* 14,189, norma supervi- 
niente del régimen de facto. 

Montevideo, 28 de junio de 1993. 


Gargano, Korzeniak, Arana, Bouzas, Astori, 


Bruera. Senadores. 
Anexo I 
Rep. N* 639/93 
CAMARA DE SENADORES 
Comisión de Asuntos 
Laborales y Seguridad Social 


PROYECTO DE LEY SUSTITUTIVO 


Artículo único. - Deróganse los incisos segundo y tercero 
del artículo 35 del decreto-ley N* 14,189, de fecha 30 de abril 
de 1974. 


Decláranse descaecidos e inaplicables, los Decretos del Po- 
der Ejecutivo 141/993, de 19 de marzo de 1993 y 182/993, de 
20 de abril de 1993; y, las resoluciones administrativas toma- 
das de acuerdo con las normas que por esta disposición se 
derogan. 


Sala de la Comisión, a 22 de julio de 1993. 
Mariano Arana (Miembro Informante Verbal), Car- 
los Cassina, Carlos VW. Cigliuti, Wilson Elso Goñi, 


Pablo Millor, Jaime Pérez, Jorge Silveira Zavala 
(Con salvedades). Senadores”. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Léase el proyecto. 

(Se lee) 

-En discusión general. 

De acuerdo con el repartido que obra en poder de los sefo- 
res senadores, la Comisión designó como miembro informante 
verbal al señor Senador Arana, quien en este momento no se 


encuentra en Sala. 


SEÑOR KORZENIAK. - Pido la palabra. 


CAMARA DE SENADORES C.S.- 3 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR KORZENIAK. - Simplemente, me voy a limitar a 
decir que este proyecto de ley dio origen a otro sustitutivo 
elevado por la Comisión, el cual introduce mejoras al original. 


Estando presente el señor miembro informante, termino mi 
exposición y solicito a la Presidencia, si así lo considera opor- 
tuno, que entregue la palabra al señor Senador Arana. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Antes que nada, la Presidencia, 
tal como decía el doctor Echegoyen, agradece al señor Senador 
que no haya sido dispendioso con el tiempo del Cuerpo. 


Tiene la palabra el miembro informante, señor Senador Ara- 
na. 


SEÑOR ARANA. - En principio, agradezco la tolerancia de 
la Presidencia y de mi compañero de bancada, el señor Senador 
Korzeniak. 


Brevemente, deseo expresar que este tema es preocupación 
tanto de los señores senadores como de buena parte de la ciu- 
dadanía. Por ello, quiero recordar que por dos decretos recien- 
temente emitidos por el Poder Ejecutivo, se generó una situa- 
ción bastante curiosa, como es el retiro compulsivo de todos 
aquellos funcionarios públicos que revisten, particularmente, 
en los Poderes Ejecutivo y Judicial, en el Tribunal de lo Con- 
tencioso Administrativo, en la Corte Electoral, en el Tribunal 
de Cuentas y en los Entes Estatales y Servicios Descentraliza- 
dos. Tal como se especifica en el Decreto 182/93, el retiro 
compulsivo de estos funcionarios implica que de tener causal 
jubilatoria, deben pasar a la situación de pasividad no bien 
cumplan 65 años de edad o, tengan esa edad luego de los dos 
años subsiguientes a la vigencia de este decreto emitido por el 
Poder Ejecutivo. 


La Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad Social con- 
sidera que se trata de una norma inconveniente, por lo que un 
conjunto de senadores ha presentado este proyecto de ley que 
pone a consideración del Senado. 


De acuerdo con el decreto-ley emitido por el Poder Ejecuti- 
vo con fecha 19 de marzo de 1993 -específicamente en su 
primer considerando- se estima conveniente la aplicación de 
esta disposición para una supuesta racionalización de los recur- 
sos humanos de la Administración Pública y reducción del 
gasto público. 


En el informe repartido, señor Presidente, tratamos de ex- 
presar que ambas consideraciones no son, por lo menos, con- 
gruentes con la disposición que el mismo decreto establece. En 
primer lugar, dicha disposición se adoptó contrariando la ex- 
presa opinión del Directorio del Banco de Previsión Social, 
cuyo asesoramiento se especifica claramente en el artículo 35 
del decreto-ley N” 14,189, del 30 de abril de 1974, Cabe acotar 
que esta fecha es particularmente significativa, ya que muchas 
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de estas disposiciones generaron gran preocupación a nivel de 
los trabajadores en actividad, así como en los pasivos urugua- 
yos, debido a que tuvieron su origen en el período de facto. 
Precisamente, en el nuevo decreto se establece que es necesario 
recabar la opinión del Directorio del Banco de Previsión Social 
y, además, que el Poder Ejecutivo, con el asesoramiento de 
aquél, podrá reducir hasta 65 años la edad del cese obligatorio. 


Más allá de la opinión que el propio Ministro de Trabajo y 
Seguridad Social, doctor Carbone, en visita reciente a la Comi- 
sión de Asuntos Laborales y Seguridad Social nos adelantara 
en cuanto a que esta puntualización no implica una vinculación 
con las decisiones del Poder Ejecutivo -aun admitiendo una 
tesitura como la expresada- no deja de ser llamativo el hecho 
de que las manifestaciones del Banco de Previsión Social, emi- 
tidas con fecha 9 de febrero del presente año, tienen una falta 
de documentación suficiente como para determinar que se esta- 
blezca una verdadera racionalización de Jos recursos humanos 
de la administración pública -según reza el primer consideran- 
do del decreto del Poder Ejecutivo- desde el momento en que 
el propio Banco de Previsión Social admite desconocer la es- 
tructura etárea de los funcionarios públicos que estarían afecta- 
dos por esta disposición del Poder Ejecutivo. Mal podría enton- 
ces el Banco de Previsión Social verificar si se logra una autén- 
tica reducción del gasto público. Tan es así, que solicitó de la 
Oficina Nacional de Servicio Civil la información pertinente 
para conocer la distribución en las distintas dependencias en 
que prestan funciones los funcionarios públicos afectados por 
la citada norma, es decir aquellos que cumpliendo 65 años de 
edad se verían obligados a pasar a la situación de retiro. 


El desconocimiento de la estructura etárea de los funciona- 
rios y la carga económica que podría implicar para el Banco de 
Previsión Social, de acuerdo con las retribuciones percibidas y 
el número total de personas afectadas, demuestra que ha sido 
imposible obtener la información necesaria referida a aspectos 
básicos relacionados con las disposiciones que estamos comen- 
tando y que procuramos modificar a través de este proyecto de 
ley, Concretamente, el Banco de Previsión Social expresó que 
no estaba en condiciones de evaluar el impacto financiero, ya 
que la Oficina Nacional del Servicio Civil recién le enviaría la 
información solicitada alrededor del mes de setiembre del pre- 
sente año. 


Por otra parte, en forma clara e inequívoca, el Banco de 
Previsión Social emitió una opinión acerca de que no era parti- 
dario de establecer una edad obligatoria de retiro. Hizo notar 
que tal disposición no se conciliaría con las normas jubilatorias 
contenidas en la Ley N* 16.320, de noviembre de 1992, vincu- 
ladas a los servicios públicos y según las cuales, para alcanzar 
mejores retribuciones de retiro, sería necesario trabajar hasta 
una edad superior a los 65 años. 


Recordemos que en los artículos 454 y 455, la Ley N* 16.320 
establece que el sueldo básico de jubilación de los afiliados al 
Banco de Previsión Social se calculará promediando las asigna- 
ciones computables percibidas en los últimos diez. semestres de 
“actividad, incrementados en un semestre por cada uno de vi- 
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gencia de la cuenta personal, prevista en una disposición ante- 
rior de la misma ley, hasta comprender los veinte últimos se- 
mestres de actividad. 


De manera que para establecer las retribuciones que perci- 
birá el funcionario una vez que se retire, debemos remitimos al 
artículo 453 y al siguiente, que indican que será el 55% del 
sueldo básico de jubilación, más un 0,5% por cada año de 
trabajo que exceda los treinta al configurar causal jubilatoria 
con un máximo del 60% de las retribuciones en actividad. 
Todas estas normas -bien lo hace notar el Banco de Previsión 
Social- evidentemente inducen al trabajador a continuar en 
actividad. Claramente ese parecía ser el contenido de esta ley 
impulsada por el Poder Ejecutivo. 


No percibimos una congruencia clara e inequívoca por par- 
te del Poder Ejecutivo en una y otra disposición, Además, 
entendemos que no son compartibles las razones esgrimidas 
por dicho Poder al dictar el cese obligatorio de todos los fun- 
cionarios públicos que revistan en las enunciadas dependencias 
del Estado en el momento mismo de cumplir los 65 años de 
edad y siempre que tengan causal jubilatoria. Por el mismo 
motivo, mal podría hablarse de una racionalización de los re- 
cursos humanos cuando ni siquiera se cuenta con la informa- 
ción clara, elemental y básica en cuanto a la estructura de 
edades de los funcionarios, En consecuencia, no podría cono- 
cerse el número de ellos, el monto que el Estado paga por sus 
retribuciones y qué obligaciones deberá enfrentar el Banco de 
Previsión Social para dar cumplimiento a las leyes en vigencia. 
Tampoco puede hablarse de una reducción del gasto público en 
forma inequívoca en la medida en que al carecer de la informa- 
ción pertinente y detallada no se sabe si el pago de sueldos y 
retribuciones a ese personal del Estado no se traslada directa- 
mente al Banco de Previsión Social generando un impacto 
importante en un servicio público que se encuentra en una 
situación comprometida desde el punto de vista económico y 
financiero. 


Entendemos que los dos decretos del Poder Ejecutivo afec- 
tan la libertad de trabajo y se contraponen con una tendencia 
de la legislación internacional desde el punto de vista previsio- 
nal que admite y alienta la flexibilidad de criterios para con- 
templar las múltiples situaciones que no necesariamente son 
homogéneas. Pienso que hay que ser particularmente cuidado- 
so para atender la situación económica y financiera que el 
Estado tiene que considerar con creciente preocupación y efec- 
tuar una reestructura, como seguramente deberemos hacerlo en 
su momento en forma muy cuidadosa, equitativa y justa, para 
contemplar la situación de este grupo de la sociedad que ha 
cumplido 60 o más años de vida, con 30 a 40 años de activi- 
dad. 


Asimismo, tenemos que contemplar en forma cuidadosa y 
respetuosa a este sector de la población que se encuentra ya al 
final de su vida útil en lo que respecta a sus posibilidades de 
trabajo. De lo que se trata es de no desestimular a una persona 
luego de toda una vida de trabajo y de no condicionarla, por- 
que si así se procede incluso se la podría llegar a perjudicar en 
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forma significativa en lo que hace a sus posibilidades de lograr 
retribuciones aceptables, que le permitan gozar de una parte 
importante de lo mucho que ha aportado durante toda su vida 
de trabajo, es decir, de la sumatoria de aportaciones que, de 
acuerdo con la ley, le corresponde generar como trabajador 
público en nuestro país. 


Justamente, estos decretos impiden que esa flexibilidad sea 
contemplada. En consecuencia, más allá de los perjuicios eco- 
nómicos, se pueden estar generando -y esto me importa seña- 
larlo especialmente, porque creo que todos somos sensibles a 
este tipo de argumentaciones- profundas perturbaciones en as- 
pectos, no sólo físicos y económicos, sino también humanos y 
psíquicos, en una edad muy crítica para el hombre, en la que 
deja su actividad permanente para pasar a la condición de reti- 
ro. Lo preocupante es que esa definición está tajantemente 
estipulada en una fecha precisa por decretos que no admiten 
flexibilización. 


Por un lado, en estos días el Poder Ejecutivo ha impulsado 
el incremento de la edad de retiro hasta los 65 años para hom- 
bres y mujeres por igual, y, por otro, aparecen dos decretos que 
estipulan los 65 afios como edad límite y compulsiva para el 
pase a situación de retiro, Entonces, lejos estamos de hablar de 
cualquier tipo de flexibilización; estamos enfrentados a una 
muy preocupante rigidez en lo que respecta a los criterios que, 
en mi opinión, no son buenos o convenientes desde el punto de 
vista de la organización del Estado y mucho menos del de la 
consideración personal que todo ciudadano merece. 


Como he dicho, este informe contó con una amplia mayoría 
en la Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad Social del 
Senado. Entendemos que el Poder Ejecutivo contrarió en forma 
muy clara la voluntad expresa de las mayorías parlamentarias. 
Digo esto porque un proyecto de ley referente a servicios per- 
sonales en la Administración Pública promovido por el Poder 
Ejecutivo y considerado en el Senado en el mes de junio de 
1990 expresaba en su artículo 30 que el cese de los funciona- 
rios con derecho a jubilación con más de 65 años de edad era 
obligatorio. A su vez, agregaba que los casos contemplados por 
leyes especiales se regirán por lo establecido en las mismas, 
Más aún; afirmaba que el Poder Ejecutivo podría reducir hasta 
los 60 años la edad de cese obligatorio establecida en el inciso 
anterior, cuando razones de buena administración lo determina- 
ran. 


En particular, deseamos poner énfasis en el primer inciso 
del artículo mencionado del Mensaje del Poder Ejecutivo sobre 
servicios personales en la Administración Pública, Allí se esta- 
blecía -reitero- que el cese de los funcionarios con derecho a 
jubilación con más de 65 años de edad era obligatorio. Pues 
bien; esto fue rechazado en forma expresa en el mes de junio 
de 1990 en el ámbito parlamentario, concretamente en este 
Senado. De manera que queda claro que este decreto del Poder 
Ejecutivo no solamente colide con normas que hacen a una 
razonable y buena administración, sino también con la necesa- 
ria y deseable flexibilización con la que se debe atender a 
aquellos funcionarios públicos y ciudadanos en general que se 
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encuentren en una situación muy delicada. De lo que se trata es 
de no perturbar el futuro de estas personas -sus últimos años de 
vida- desde el punto de vista financiero y económico. Además, 
este decreto colide con la expresión parlamentaria contraria a 
un proyecto de ley que contenía una resolución de tipo similar 
a la que ahora, por decreto, pretende aplicar el Poder Ejecutivo. 


Por todas estas razones, un grupo de parlamentarios, entre 
quienes me incluyo, hemos presentado un proyecto de ley que 
fue perfeccionado en la Comisión, buscando concretar algunas 
modificaciones que figuran en el Repartido que todos los seño- 
res Senadores tienen en su poder ahora. 


SEÑOR SILVEIRA ZAVALA. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR SILVEIRA ZAVALA. - Debo decir que firmé con 
salvedades y voté negativamente el proyecto de ley elaborado 
en la Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad Social. Como 
es sabido, el proyecto original proponía la derogación de cuatro 
artículos, mientras que el texto sustitutivo plantea la deroga- 
ción de dos incisos del artículo 35 del decreto-ley N* 14,189, 
de 30 de abril de 1974, que aún hoy está vigente. 


Considero, en primer lugar, que este proyecto necesita ini- 
ciativa del Poder Ejecutivo porque de acuerdo con el artículo 
86 de la Constitución de la República, en materia de causales 
jubilatorias, ceses, retiros y jubilaciones, ese Poder tiene inicia- 
tiva privativa, 


Por otra parte, el artículo 67 de la Constitución establece 
que las jubilaciones generales y seguros sociales se organizarán 
en forma de garantizar a todos los trabajadores, patronos, em- 
pleados y obreros, retiros adecuados y subsidios para los casos 
de accidentes, enfermedad, etcétera, Esto se refiere al monto 
pecuniario de los retiros y las jubilaciones. Tanto es así que la 
última reforma jubilatoria que se realizó estuvo referida, preci- 
samente, al artículo 67, y fue con el fin de mejorar las retribu- 
ciones de los pasivos. 


En lo que respecta al perjuicio que podría causar el cese 
obligatorio a la edad de 65 años, cabe señalar que las estadísti- 
cas del Banco de Previsión Social demuestran que el promedio 
de edad de quienes se jubilan es en todas las Cajas, de 64,38 
años, de manera que el cese obligatorio a los 65 años de edad 
se ubica dentro del promedio de edades en que se retiran o 
jubilan voluntariamente los funcionarios de la Administración 
Pública. 


Cabe agregar que en la Comisión el señor Ministro de Tra- 
bajo y Seguridad Social explicó que el decreto fue dictado con 
esa fecha por cuanto la Oficina Nacional del Servicio Civil 
carecía de las cifras relativas a los funcionarios que podían 
estar comprendidos en esta disposición y al parecer las mismas 
no estarían disponibles sino hasta el mes de setiembre. Aún así, 
el señor Ministro logró conseguir las cifras a través de la Con- 


6 -C.S. CAMARA DE SENADORES 


taduría General de la Nación, luego de lo cual las puso en 
conocimiento de los miembros de la Comisión. De acuerdo con 
esa información, para la Administración Central y Organismos 
del artículo 220 de la Constitución de la República, la cantidad 
de funcionarios afectados en esa oportunidad sería de 1.880. 
Aquí es preciso aclarar que el decreto se refiere a los funciona- 
rios administrativos y de servicio de la Administración. En 
relación con las empresas públicas, se estima que esta norma 
afectaría a unos 428 funcionarios, lo que haría un total de 
2.308. Esta cifra se ubicaría en alrededor del 1.7% del total de 
los funcionarios de la Administración. A su vez, debemos tener 
presente que en la Administración Pública, por distintas razo- 
nes -jubilación, renuncia, fallecimiento, etcétera- se retiran 
aproximadamente unos 6.450 funcionarios, lo que representa 
un 3% del total. 


Estas cifras nos han sido proporcionadas por la Contaduría 
General de la Nación y el Ministerio de Economía y Finanzas, 
que son las fuentes que hemos manejado en esta instancia, El 
decreto tiene el fundamento de las cifras otorgadas por la Ad- 
ministración Central que son exactas; y que no las tenía la 
Oficina Nacional del Servicio Civil. 


A su vez, debo decir que es una medida de ahorro del gasto 
congruente con el proyecto de reforma de la Seguridad Social 
que elevó el Ministerio, por cuanto allí se dice que la edad 
mínima para jubilarse es 65 años. Aquí se habla de cese obliga- 
torio de los funcionarios. 


El problema radica en que se dice que esto atenta contra la 
libertad de trabajo. Al respecto, queremos manifestar que fijan- 
do determinada edad, cualquiera sea ella, siempre caeríamos en 
lo mismo, porque ya sea a los 65 o a los 70 años, todo retiro 
obligatorio atenta contra dicha libertad. Podrá argumentarse 
que a los 70 años el funcionario tiene sus expectativas colma- 
das. Pienso que los funcionarios nunca tienen sus expectativas 
colmadas. Tanto es así, que el último inciso del artículo 35 de 
la ley del año 1974 dice que se faculta al Poder Ejecutivo para 
prorrogar el cese obligatorio que se establezca, para los casos 
de funcionarios cuya permanencia en los cargos sea convenien- 
te para la buena marcha de los servicios. 


Este era uno de los incisos que, por error, se proponía dero- 
gar en el proyecto primitivo de los señores senadores y en la 
Comisión. Quien lo advirtió, para decirlo con absoluta lealtad, 
fue el señor Senador Cassina, con su acostumbrada y caracte- 
rística capacidad y versación en la materia. 


Reitero que se trata de una medida que implica, si se aplica 
a los 6.400 funcionarios, un ahorro del 3% del total, lo que 
significaría, para el Banco de Previsión Social una economía 
de U$S 9:000.000 o U$S 10:000.000. En caso de aprobarse 
este proyecto que está a consideración del Senado, el ahorro 
anual que se produciría por cese natural, o sea, por renuncias, 
fallecimientos o retiros voluntarios, sería de U$S 3:900.000. 
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En consecuencia, si bien el presente es un proyecto menor 
y plantea un tema que luego será tratado cuando se haga el 
estudio integral de la reforma de la Seguridad Social, es una 
medida del Gobierno que tiende a la reducción del gasto públi- 
co, que afectaría al 1.7% de los funcionarios del Estado y que 
creemos que no representa un atentado a la libertad de trabajo. 


Estimamos que este proyecto necesita iniciativa del Poder 
Ejecutivo porque se trata de un cese obligatorio, y eso afecta el 
monto jubilatorio, los cálculos del sueldo básico y los años de 
servicio del funcionario. 


Además, opinamos que las leyes no deben tener efecto re- 
troactivo y este proyecto, aprobado en Comisión con mi voto 
negativo, declara que han sido inaplicables los decretos respec- 
tivos del Poder Ejecutivo, lo que es jurídicamente impecable, 
por cuanto al derogarse los artículos de la ley, descaecen los 
decretos sobre los que se fundaban las mismas. Asimismo, 
declara que se derogan las resoluciones administrativas toma- 
das de acuerdo con las normas de esta disposición. Al respecto, 
tengo mis dudas sobre si los funcionarios que se hayan acogido 
al cese obligatorio, de acuerdo a la ley, podrán ser restituidos 
al declarar, por una norma, que la resolución que dictó el cese 
obligatorio no es válida. Pienso que habría que efectuar un 
nuevo nombramiento para que puedan ingresar a la Adminis- 
tración Pública. 


SEÑOR POZZOLO. - ¿Me permite una interrupción, señor 
Senador? 


SEÑOR SILVEIRA ZAVALA. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR POZZOLO. - Señor Presidente: he escuchado aten- 
tamente las distintas exposiciones y también he leído alguno de 
los informes sobre la orientación del decreto del Poder Ejecuti- 
vo referido al ahorro del gasto público. No se puede negar que 
se trata de un razonamiento tentador, en la medida en que se 
me pueda demostrar que aquel funcionario público que perte- 
nece a las Planillas que sirve el Estado, cuando pasa al Banco 
de Previsión Social, deja de ser un gasto para el propio Estado. 
Personalmente, pienso que se trata, simplemente, de un trasla- 
do del gasto, Si, además, se dijera que se ahorra porque a dicho 
funcionario se le paga menos por jubilación de lo que se le 
pagaba de sueldo, se estaría dando la razón al individuo que no 
se quiere retirar porque, sin lugar a dudas, va a perder retribu- 
ción. Así, el Estado ahorra a costa de aquel que ha mandado al 
Banco de Previsión Social. 


Además, deseo realizar una consulta que está vinculada a la 
Ley de Funcionarios Públicos. Quisiera saber si el decreto esta- 
blece que ese cargo que queda vacante no va a ser cubierto de 
alguna manera, porque si no representará el mismo desembolso 
para el Erario, con el agravante de una jubilación más. 
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Quisiera tener esta información, a cuenta de lo que pienso 
expresar más adelante. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede continuar el señor Senador 
Silveira Zavala. 


SEÑOR SILVEIRA ZAVALA. - El ahorro de los gastos de 
la Administración Pública se puede efectuar, ya sea desde la 
reducción en la compra de lápices hasta por la eliminación de 
funcionarios de las Planillas, sin que ello signifique enviarlos a 
padecer hambre y miseria. Personalmente, no votaría una nor- 
ma que dispusiese el cese obligatorio de los funcionarios que 
tienen 25 años de servicio, salvo que fuese de acuerdo con la 
Ley de Funcionarios Públicos, que da incentivos a los que 
quieren hacerlo voluntariamente, 


Quiero ver si dentro de uno o dos años, el funcionario que 
se jubile de acuerdo con la reforma del artículo 67 no va a estar 
ganando más retirado que en actividad. Lo que sucede es que el 
fundamento del decreto del Poder Ejecutivo, en cuanto a la 
reducción del gasto público, también se basa en la Ley de 
Funcionarios Públicos que permite tomar resoluciones por las 
que se reduce el número de empleados de la Administración 
Pública. Además, no se produce una vacante, por cuanto la 
misma Ley de Funcionarios Públicos las elimina cuando se 
producen. Esto está dicho a texto expreso, salvo para aquellos 
casos excepcionales de cargos técnicos o establecidos por la ley. 


Con esto, creo haber respondido las preguntas del señor 
Senador Pozzolo. 


Para finalizar, debo decir que el presente es un proyecto 
discutible, pero de buena administración y que no perjudica a 
los funcionarios públicos, porque, ya sea a los 65 o a los 70 
años, el cese obligatorio puede considerarse un atentado a la 
libertad de trabajo. 


Sin embargo, se da el caso -que nunca he comprendido- de 
funcionarios que no se retiran de la Administración Pública, 
con lo cual no permiten el ingreso de los jóvenes y taponean el 
escalafón existente. Hacen eso porque tienen la expectativa de 
trabajar por seis meses más, ante la eventualidad de que se les 
conceda un aumento, por ejemplo, de un 15%. Sin embargo, si 
un funcionario no se jubila a la espera de un futuro aumento 
que se va a otorgar, con eso nos demuestra que está trabajando 
por ese incremento del 15% y no por el sueldo que perciba en 
ese momento. 


En el seno de la Comisión que estudió este tema se dijo que 
podía darse el caso de que un subgerente tuviera la expectativa 
de que, a principios de año o del siguiente, se fuera a jubilar el 
gerente de su lugar de trabajo. Eso también nos demuestra, 
reitero, que esa persona estaría trabajando por la diferencia 
salarial existente entre su cargo y el del gerente. Sin embargo, 
no estaría desempeñando Su tarea porque fuera a percibir un 
sueldo superior o significativamente diferencial que le permi- 
tiera cambiar su situación económica, pasando de una estrecha 
a una de mayor solvencia. 
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Creo que el proyecto va a contar con las mayorías necesa- 
rias y que se va a votar de acuerdo con la conformación que 
tuvo la Comisión. En esa oportunidad voté negativamente di- 
cho proyecto, y por esa razón ahora hemos expuesto los funda- 
mentos acerca de por qué actuamos de esa manera. En el día de 
ayer manifesté que, a lo largo de mi larga actuación parlamen- 
taría, he podido darme cuenta muy claramente de que no se 
convence a nadie con discursos en el Plenario. Las posiciones 
se adoptan en las Comisiones y cuando se concurre al Plenario 
se vota de acuerdo con la composición política de cada Cuerpo. 


SEÑOR GARGANO. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR GARGANO. - Señor Presidente: como ya se ha 
dicho lo fundamental sobre este tema, a modo de fundamento 
de voto adelantado voy a hacer algunas manifestaciones que 
considero necesario que queden registradas en la versión taqui- 
gráfica. 


Cuando reunimos los antecedentes y redactamos este pro- 
yecto de ley, nos vino a la memoria todo el proceso de argu- 
mentaciones que ha hecho el Gobierno -y no sólo éste- acerca 
de la situación crítica de la seguridad social y de la necesidad 
de aumentar la edad de retiro jubilatorio como una de las medi- 
das para impedir que se ahondara y profundizara su crisis, Héte 
aquí que este Gobierno nos envía un proyecto de ley por el que 
se rebaja la edad del cese jubilatorio. Realmente, constituye un 
hecho exultante de esta política tan coherente en materia de 
seguridad social. 


Por otro lado, se nos argumenta que con esto se va a reali- 
zar un ahorro importante de las erogaciones del Estado al redu- 
cir el número de los funcionarios públicos. Sin embargo, resul- 
ta claro que al mismo tiempo que ese ahorro teórico se produ- 
ciría, se aumentarían las erogaciones del Banco de Previsión 
Social en una cifra significativa. Personalmente, he hecho los 
cálculos -de acuerdo con la cifra mencionada por el señor Mi- 
nistro de Trabajo y Seguridad Social, es decir, que serían 2.350 
funcionarios los que pasarían a situación de retiro- y me ha 
dado como resultado que ese hecho generaría U$S 4:500.000 
de erogaciones adicionales al Banco de Previsión Social. Al 
respecto, el señor Ministro de Economía y Finanzas ha expre- 
sado que se trataría de un ahorro de U$S 8:000.000, aproxima- 
damente, a lo que hay que descontar el gasto del Banco de 
Previsión Social que tendrá que pagar el Estado, pues el siste- 
ma será deficitario. Con respecto a esto se puede señalar que el 
Gobierno está publicando diariamente las transferencias que el 
Tesoro Nacional debe realizar al Banco de Previsión Social, las 
que se verán incrementadas en la cantidad que hemos mencio- 
nado. 


Asimismo, hace pocos días hemos cursado -quizás preocu- 
pados por este problema que inquietaba al señor Senador Poz.- 
zolo, es decir, lo relativo a los arrendamientos de obra en la 
Administración Central y en otras dependencias- un pedido de 
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informes al señor Ministro de Economía y Finanzas, del cual 
espero recibir respuesta en estos días a algunos de los tantos 
que he solicitado. Digo esto, porque hace ocho meses le cursé 
uno sobre el tema de la Aduana y de los decretos dictados en 
julio, y aún no me ha llegado la respuesta, Por lo tanto, espero 
que sobre este asunto reciba la contestación antes de finalizar 
el período parlamentario. 


Tengo la impresión de que el Estado está gastando algo más 
de U$S $:000.000 en materia de arrendamientos de obra, y que 
tiene la idea de crear huecos a determinada altura de la carrera 
administrativa para colocar gente a través de ese mecanismo. 
Aclaro que se trata de una impresión, ya que a través de la 
experiencia de otras personas he podido constatar- pues eso no 
figura en los anexos presupuestales- que, por ejemplo, se utili- 
zan préstamos internacionales para contratar expertos en el Mi- 
nisterio de Economía y Finanzas, quienes perciben sus retribu- 
ciones en dólares y no figuran en planillas, Cabe recordar que 
el Poder Ejecutivo, alarmado por la cantidad de contratos de 
arrendamientos de obra, dictó un decreto -no recuerdo si en el 
año 1990 ó 1991- por el cual planteaba reducirlos en un 20%. 
He elevado un pedido de informes a los efectos de saber si lo 
que el Poder Ejecutivo envió a la Administración Central se 
está cumpliendo; pero mucho me temo de que no es así. 


El señor Senador Astori me acota una referencia que quien 
habla tenía como uno de los elementos para manejar cuando 
tratemos el proyecto de ley de Desmonopolización de Seguros. 
Precisamente, en el Banco de Seguros del Estado, la situación 
que estábamos planteando anteriormente no se ha dado. Según 
las versiones que he escuchado y las notas que he leído, tengo 
conocimiento de que en dicho Banco, en lugar de reducirse su 
personal, se han incorporado en forma irregular alrededor de 
400 funcionarios, algunos de los cuales se han tomado de las 
planillas de disponibilidad y otros han ingresado por medio de 
contratos de arrendamientos de obra. Además, cabe recordar 
que algunos pasan a ser funcionarios de esa Institución de acuer- 
do con una ley por la que se les permite optar que queden en el 
lugar al que pasan en comisión. De esa manera, se constituyen 
en una carga, no ya para el Banco de Previsión Social sino para 
la Caja Bancaria a la que, si continúa este mecanismo, las 
instituciones bancarias la van a aniquilar. Digo esto porque en 
muy poco tiempo se le va a sumar una cantidad de personal 
que no ha hecho los aportes, pero a la que habrá que pagarle la 
jubilación. ¿ 


Por otra parte, debemos tener en cuenta la opinión del Ban- 
co de Previsión Social al respecto. En primera instancia, éste 
manifestó que necesitaba conocer la cantidad de funcionarios 
que pasarían a esa situación. Al respecto, la Oficina Nacional 
del Servicio Civil dijo que hasta octubre de este año no tendría 
esa información, pero resulta que la Contaduría General de la 
Nación sí cuenta con ella. Evidentemente, ello nos da una idea 
de la sincronización, así como la forma eficiente y ordenada 
con que funcionan los mecanismos de información del Poder 
Ejecutivo, 
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Además, el Banco de Previsión Social discrepa -y lo com- 
parto- con que se establezcan fechas de cese obligatorio. Debo 
señalar que he escuchado discursos muy importantes de diri- 
gentes políticos diciendo que en este país la edad promedio de 
vida había aumentado significativamente y, en consecuencia, 
había que extender los años de trabajo. Por lo tanto, pienso que 
debemos ser un poco más congruentes, manejamos con un 
criterio racional y permitir que el trabajador opte por la jubila- 
ción cuando lo estime más conveniente. 


Creo que en este caso estamos cometiendo una enorme 
injusticia con la gente que culmina su carrera administrativa. 
Voy a aludir directamente a algo que señaló el señor Senador 
Silveira Zavala. Creo que, de pronto, $ 100 más en el ingre- 
so de un funcionario significa mucho, pues tienen sueldos de 
$ 900 o de $ 1.000. Sin duda, para ellos representa mucho 
dinero y les importa porque los sueldos que perciben son mi- 
serables. De modo que si al final de su carrera administrati- 
va trabajan uno o dos años más, un incremento de $ 100 o de 
$ 150 es muy importante, Entre tener a un funcionario con- 
tratado por arrendamiento de obra o que esa gente se man- 
tenga -que es la que sabe más- prefiero esto último, y no este 
criterio tan incoherente y caótico del Poder Ejecutivo. 


SEÑOR SILVEIRA ZAVALA. - ¿Me permite una interrup- 
ción? 


SEÑOR GARGANO. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR SILVEIRA ZAVALA. - Lo que manifesté era que, 
efectivamente, un funcionario podía estar trabajando por un 
período de seis meses más, pero que eso le significaba una 
diferencia de $ 100, $ 150 o $ 200. 


Creo que sí es importante para los funcionarios que se en- 
cuentran en actividad ganar $ 100, $ 150 o $ 200 más en los 
últimos grados del escalafón, pero cuando se van a jubilar, ese 
dinero va a la bolsa del período sobre el que se realiza el 
cálculo básico para obtener el monto jubilatorio. De manera 
que el hecho de que ganen $ 100 o $ 200 más durante seis 
meses no les puede significar más que monedas. Eso es lo que 
sostuve, es decir, que no les modifica el sueldo básico de una 
forma tan sustancial que pueda permitirles pasar de una situa- 
ción de miseria a una de suma solvencia. 


Evidentemente, todos quisiéramos que los funcionarios pú- 
blicos percibieran sueldos similares a los nuestros, pero no 
debemos olvidar que hay jerarquías, carreras administrativas y 
disponibilidades del país y de la Administración -estas situa- 
ciones deben ser enfrentadas por todos los gobiernos- que ha- 
cen que los sueldos deban estar acordes con las funciones que 
se realizan y la capacitación del funcionario. Realmente, no me 
parece que ningún gobierno en este país y en el mundo pueda 
negarse a pagar a los funcionarios públicos sueldos o jubilacio- 
nes principescos, si ello fuera posible, económicamente ha- 
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blando. No creo que exista alguien que, por perversidad y mal- 
dad, niegue a los funcionarios aumentos que pudiera dar el 
Estado, tanto para quienes se encuentran en actividad como 
para aquellos que ya se han jubilado. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede continuar el señor Senador 
Gargano. 


SEÑOR GARGANO. - Señor Presidente: tengo opinión for- 
mada sobre la bondad o la perversidad de la política salarial 
con relación a los funcionarios públicos de la Administración 
Central y de los Organismos comprendidos en el artículo 220 
de la Constitución. No voy a discutir ahora la política salarial 
en su conjunto, porque cuando planteamos la posibilidad de 
debatir acerca de ella, muchas veces hubo problemas para 1le- 
gar a concretar las interpelaciones correspondientes. Además, 
hubo mayoría de votos en contra de la política salarial, pero no 
para censurar a los Ministros, 


Creo que a la gente le sirve culminar su carrera administra- 
tiva y el Estado se favorece por esa circunstancia porque se 
trata de las personas que más saben, en general, dentro de la 
estructura administrativa, Es decir que, en mi concepto, no le 
sirve que venga gente de afuera, mediante contratos de obra, a 
insertarse en la Administración Pública, percibiendo sueldos 
que deberían corresponder a estos funcionarios que han sido 
obligados a retirarse anticipadamente. 


Por otra parte -y esto no se ha mencionado- se les está 
quitando una expectativa legítima, que es un derecho adquiri- 
do, a tener la posibilidad de culminar sus carreras administrati- 
vas. 


En resumen, considero que hay un cúmulo de razones que 
hacen pertinente que se derogue la base de sustentación legal 
de la disposición del Poder Ejecutivo, a fin de que quede en 
manos del Poder Legislativo, justamente, el manejo de este 
capítulo tan importante relativo a la Seguridad Social y a la 
función pública. 


Es cuanto quería decir. 
SEÑOR CIGLIUTI. - Pido la palabra. 
y 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR CIGLIUTI. - A modo de fundamento de voto anti- 
cipado, señor Presidente -señalo que integré la Comisión en 
representación del sector- debo manifestar que desde el primer 
momento estuvimos de acuerdo con esta iniciativa, aun antes 
de que el proyecto fuera presentado al Senado, 


La Comisión destinó algunas sesiones a estudiar el texto y 
después mantuvo una muy importante e interesante conversa- 
ción con el señor Ministro del ramo, de resultas de la cual 
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surgieron modificaciones al texto primitivo presentado por los 
señores senadores de la bancada del Frente Amplio, pero man- 
teniendo el punto básico, que es la derogación de los incisos 
que permitieron al Poder Ejecutivo dictar la resolución que 
estamos comentando. 


Por otra parte, se escuchó la opinión del Directorio del . 
Banco de Previsión Social respecto a los motivos de su oposi- 
ción. En primer término, adujo que no tenía información com. 
pleta como para evaluar el impacto que podría producirse sobre - 
el Organismo al tener que absorber una masa inesperada e 
indeterminada de nuevos jubilados. En ese sentido, el señor 
Ministro fue más explícito porque manifestó que había obteni- 
do información -indudablemente, de la propia Oficina Nacional 
del Servicio Civil- que le indicaba que se trataba de una canti- 
dad oscilante en los 2,300 funcionarios. Estuvimos de acuerdo 
con el señor Ministro en que no era obligatorio para el Poder 
Ejecutivo compartir el dictamen del Banco de Previsión Social; 
era sí obligatorio efectuar la consulta y asesorarse con ese Or- 
ganismo, lo que efectivamente hizo. Así, en la segunda parte, 
el Banco de Previsión Social observó la edad de 65 años fijada. 


Indudablemente, señor Presidente, dado que en la Comisión 
está radicado un proyecto del Poder Ejecutivo que todavía no 
ha sido discutido ni considerado -que entre otras cosas repite 
esa cifra para la edad de retiro- el hecho de fijar una edad de 65 
años como máximo para la jubilación no tiene en cuenta la 
existencia de una disposición legal vigente, que no se ha apli- 
cado, que establece una edad móvil de retiro. Me refiero, con- 
cretamente, a una norma que fue aprobada en varios artículos 
de la Rendición de Cuentas del año anterior. O sea que el 
criterio general es que no debe fijarse una edad hermética para 
el retiro, sino que debe ser flexible esa determinación a fin de 
que el mismo interesado la maneje en función de sus legítimos 
intereses. Entonces, pensar que por esta vía tangencial se pue- 
dan establecer los 65 años como máximo -cuando, al mismo 
tiempo, el Poder Ejecutivo pide en una ley que se disponga ese 
tope, porque la vigente no establece eso- me parece un exceso 
que no se puede admitir, sobre todo teniendo en cuenta que no 
se han dado las razones por las que no se ha aplicado la dispo- 
sición vigente desde el año pasado, incluida en la Rendición de 
Cuentas. 


Creemos que no se puede tratar el proyecto de ley a infor- 
me de esta Comisión si antes no se dan las explicaciones nece- 
sarias para que se entienda por qué razones una ley vigente ha 
sido dejada de lado sin ser aplicada, mientras se propone otra 
sustitutiva. 


Por otra parte, entendemos que esto afecta la carrera funcio- 
nal porque, indudablemente, un funcionario que tiene 65 años, 
o está próximo a cumplirlos, y tiene un cargo de Subjefe o de 
Subdirector de su repartición -en la que ha trabajado toda la 
vida- no puede ascender cuando se retira su superior ya que, 
por imperio de esta norma -que maneja una disposición de una 
ley correspondiente a los llamados decretos-leyes de la época 
del Poder Ejecutivo surgido del golpe militar de 1973- pierde 
esos cinco años de expectativa para ocupar el cargo superior, 
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Consideramos, señor Presidente, que con respecto a esta 
disposición no se brindó la información necesaria. Tan es ello 
así que los propios interesados supieron de un momento para el 
otro que se tenían que ir. Además, algunos organismos no eje- 
cutaron el decreto; otros dispusieron que se retiraran solamente 
aquellos que, teniendo 65 años de edad, contaban con causal 
jubilatoria. Es decir que quienes habían llegado a esa edad pero 
carecían de causal jubilatoria, no tenían que dejar el cargo en 
algunos órganos del Estado y en las empresas públicas. 


En resumen, la aplicación de este decreto, desde el punto de 
vista del interés del Erario no representa mayormente una ven- 
taja. No todos los que tienen 65 años de edad se van a retirar 
por imperio de disposiciones emanadas del Directorio del Or- 
ganismo en que prestan servicios. Además, es poco el “quán- 
tum”, tal como lo reconoció el propio señor Ministro. Por otra 
parte, se trata de una cuestión inconveniente en el momento en 
que el Parlamento tiene que abocarse, justamente, al punto más 
neurálgico, controversial y polémico de toda la estructura de la 
seguridad social, como es la edad de retiro que, afortunada- 
mente, parece que no se va a centrar en torno a una cifra 
concreta sino que se va a tratar de imponer un criterio flexible 
que permita -como lo dice la ley vigente y no aplicada por el 
Poder Ejecutivo- elegir la edad más conveniente para el intere- 
sado. 


La conversación con el señor Ministro fue lo suficiente- 
mente amable y clara como para entender que, defendiendo 
naturalmente su posición y su decreto, él no creía que éste 
fuera un asunto que obligara al Poder Ejecutivo a asumir una 
posición política inflexible, irreductible y de combate más ex- 
tremo desde el punto de vista político parlamentario, Creo lo 
mismo, señor Presidente. Me parece que la aprobación de este 
proyecto de ley soluciona, en forma satisfactoria, un problema 
que afecta lamentablemente -casi diría indebidamente- a un 
conjunto de funcionarios del Estado. 


En tercer lugar, hemos redactado un texto diferente al origi- 
nal, ya que creemos que algunos incisos del artículo 35 de la 
ley vigente no deben ser derogados. Me refiero, por ejemplo, al 
inciso que establece que no quedan comprendidos los funciona- 
rios que ejerzan o resulten electos O designados para cargos 
electivos y/o políticos ni aquellos que tengan limitada la dura- 
ción de sus mandatos o la edad por la Constitución de la Repú- 
blica, y el que faculta al Poder Ejecutivo para prorrogar el cese 
obligatorio que se establezca para los casos de funcionarios 
cuya permanencia en los cargos sea conveniente para la buena 
marcha de los servicios. Los autores de la presente iniciativa no 
derogamos estos dos incisos, sino que los excluimos de la dero- 
gación propuesta primitivamente. Sólo eliminamos aquél que 
autoriza al Poder Ejecutivo -con el asesoramiento del Banco de 
Previsión Social- a reducir hasta 65 años la edad del cese obli- 
gatorio, así como la disposición que refiere a las modificacio- 
nes a la edad que disponga el Poder Ejecutivo, que entrarían en 
vigencia a los noventa días después de la fecha de la resolución 
que las establezca, etcétera. Esto se debe a que sí se suprime el 
inciso segundo, no tiene por qué seguir vigente el tercero. 
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Por otro lado, agregamos un segundo inciso con el propósi- 
to de clarificar la situación, puesto que si se declara que no son 
de aplicación los incisos segundo y tercero del artículo 35 -en 
razón de su derogación- indudablemente, por imperio de esa 
disposición, son inaplicables los decretos del Poder Ejecutivo 
que fueron dictados en función de esa norma legal. Si se me 
señala que este agregado no es necesario porque con el primero 
alcanza, yo contesto que me cifío al segundo inciso agregado, 
porque considero -basado en una vieja sentencia que creo fue 
señalada aquí por el señor Senador Cassina, que por algo es 
técnico en Derecho- que mejor que no ser redundante es ser 
claro; y prefiero serlo aun arriesgando caer en la redundancia. 


Muchas gracias, 
SEÑOR CASSINA. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR CASSINA. - Señor Presidente: a fin de contribuir a 
la rápida sanción de este proyecto de ley señalamos que -tal 
como resulta del informe de la Comisión de Asuntos Laborales 


-y Seguridad Social- vamos a apoyar el texto que viene de 


Comisión. 


Hemos advertido una contradicción en la tesitura del Poder 
Ejecutivo que por decretos del presente año reduce a 65 años la 
edad máxima para permanecer ejerciendo función pública en 
los escalafones administrativos y de servicios, mientras que por 
medio de un proyecto que nos ha remitido hace algunas sema- 
nas, fija la edad mínima para acceder a la jubilación en 65 
años, De esta manera, resulta que de aprobarse el proyecto de 
ley del Poder Ejecutivo, a la edad mínima en que un funciona- 
rio se puede jubilar, debe jubilarse necesariamente. Más con- 
tradicción no puede pedirse porque, además, por efecto de las 
normas que contiene dicho proyecto de ley -e incluso por las 
ya aprobadas en la Rendición de Cuentas del año pasado- con 
relación a la fórmula de cálculo del sueldo básico jubilatorio y 
luego del haber de jubilación -sueldo de jubilación, asignación 
de jubilación o como quiera llamársele al trabajador, sea fun- 
cionario público o no, ya que se le aplican las mismas reglas- 
se le hace preciso permanecer en actividad un mayor número 
de años de edad y de servicio. Sólo de esa manera conseguirá 
una jubilación que se aproxime en mayor medida a su último 
sueldo de actividad -que nunca va a percibir totalmente- para 
obtener un mejor coeficiente jubilatorio. Entonces no tiene sen- 
tido cortar su carrera funcional cuando todavía necesita de más 
edad y años de servicio para lograr una mejor jubilación. 


En la reforma del sistema realizada el año pasado en la Ley 
de Rendición de Cuentas, se señala explícitamente -y en forma 
mucho más clara aún en la última propuesta del Poder Ejecuti- 
vo, concretada en el proyecto de ley de reforma de la seguridad 
social que estamos considerando en la Comisión respectiva- lo 
que hemos manifestado. 
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En la Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad Social se 
han eliminado del proyecto original -como señalaba el señor 
Senador Cigliuti- dos de los incisos que se proponía derogar 
porque consideramos que ello no es necesario, sino que es 
conveniente que estas disposiciones permanezcan vigentes. Asi- 
mismo, deseo dejar constancia de que la redacción es muy 
clara porque al establecer la inaplicabilidad y el descaecimien- 
to de los decretos dictados por el Poder Ejecutivo en aplicación 
de las normas que se derogan, permite, a mi juicio, determinar 
sin género alguno de duda que los funcionarios que han cesado 
-en aplicación de este decreto- deben ser restituidos a las fun- 
ciones que ocupaban. Creo que ese es el sentido claro de la 
norma legal que estamos procurando sancionar y me interesa 
que esto quede claramente establecido en la versión taquigráfi- 
ca para la historia fidedigna de la sanción. 


Por las razones expuestas, reitero, vamos a votar afirmati- 
vamente este proyecto de ley. 


SEÑOR BOUZAS. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR BOUZAS. - Señor Presidente: en nuestra calidad 
de firmantes del proyecto original que viene informado y modi- 
ficado por la Comisión, señalamos que lo vamos a votar afir- 
mativamente. Los señores senadores que me precedieron en el 
uso de la palabra hacían referencia a la contradicción que 
implica el hecho de que por un lado se remita el proyecto de 
ley -a consideración de la Comisión de Asuntos Laborales y 
Seguridad Social- y, por otro, permanezcan vigentes estos dos 
decretos del Poder Ejecutivo. En este caso, cumplir 65 años 
sería una desgracia para cualquier uruguayo. 


Considero que es una práctica perversa el hecho de legislar 
en materia de seguridad social -y esto ocurre hace bastante 
tiempo en nuestro país- poniendo el ojo solamente en la caja 
registradora. Cada vez que se plantea un proyecto de ley en 
esta materia, se piensa en cómo ahorrar sin tener en cuenta que 
detrás hay varias decenas de miles de personas que pueden ser 
afectadas, 


Varios señores senadores se han referido a la necesidad o 
conveniencia de que un funcionario termine su carrera admi- 
nistrativa para así poder atceder a un mejor retiro; incluso, se 
señaló que debería continuar en el cargo después de haber 
cumplido los 65 años. En ese sentido, debo manifestar que 
también se está afectando a estos funcionarios «que están bus- 
cando la forma de mejorar su retiro- por la vía del achicamien- 
to permanente que se viene dando cada cuatro meses, en opor- 
tunidad de ajustarse el Salario Mínimo Nacional. Á este respec- 
to ya nos hemos referido en la Hora Previa de una sesión del 
mes de junio pasado, porque cada vez que el Poder Ejecutivo 
ajusta el Salario Mínimo Nacional en un porcentaje inferior al 
aumento del costo de vida del cuatrimestre considerado, está 
afectando los ingresos de un conjunto de ciudadanos entre los 
que se encuentran todos los jubilados y pensionistas. Por este 
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mecanismo se afecta la jubilación mínima y la máxima, así 
como también los ingresos por prima por antigiedad, hogar 
constituido y asignaciones familiares. En ese sentido se ha plan- 
teado un proyecto en la Cámara de Representantes -esperamos 
que sea aprobado rápidamente- que propone, justamente, una 
actualización del Salario Mínimo Nacional. Digo todo esto por- 
que a la hora de fijar en 65 años la edad de retiro o dejar que el 
funcionario permanezca luego de esa edad, la jubilación de 
aquel que ha llegado al tope del escalafón de la oficina en la 
que presta servicios va a estar limitada necesariamente por los 
siete Salarios Mínimos Nacionales establecidos por la ley. 


Al día de hoy ese Salario Mínimo Nacional se ubica en 
menos de la mitad del poder adquisitivo real a cuando fue 
creado, es decir, en 1967, A tal extremo esto es así, que recien- 
temente el Poder Ejecutivo emitió un decreto mediante el cual, 
a los efectos de los aportes al Banco de Previsión Social para 
los directores de sociedades anónimas, integrantes de socieda- 
des de responsabilidad limitada, socios de cooperativas y em- 
presarios sin trabajadores a su cargo, se eleva el mínimo que 
deben aportar a la Seguridad Social, llevándolo hasta seis Sala- 
rios Mínimos Nacionales. Quiere decir que en lugar de buscar- 
se una forma de actualizar el valor del Salario Mínimo Nacio- 
nal, se aumenta la cantidad que debe aportarse y se deja fija 
aquella en función de la cual se va a cobrar la jubilación. 


A mi entender, aquí hay una especie de práctica perversa en 
materia de Seguridad Social, por lo que sería una desgracia 
cumplir 65 años en caso de aprobarse el proyecto de ley eleva- 
do por el Poder Ejecutivo al Parlamento. 


Por estas razones, nos parece que si hoy el Senado aprueba 
este proyecto de ley, va a eliminar uno de los males que crea el 
Poder Ejecutivo cada vez que se dedica a legislar en materia de 
Seguridad Social, poniendo la vista en la caja registradora y no 
atendiendo las necesidades de la gente. 


Muchas gracias. 
SEÑOR BLANCO. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. : 


SEÑOR BLANCO. - En principio, adelanto que oportuna- 
mente voy a solicitar que el artículo único de este proyecto de 
ley sea votado por incisos. Esto significa que voy a acompafíar 
con mi voto el primero de ellos, no así el segundo. 


En cuanto al primero, debo decir que en Sala se ha abunda- 
do en distintas consideraciones, pero me voy a detener específi- 
camente en una, que es la que me convence decididamente a 
votarla. Me refiero a que esta norma, en cierta medida, va en 
contra de la política en materia de reforma de la seguridad 
social que procura aumentar los años de trabajo. Mediante in- 
centivos para una jubilación más tardía. En este caso, aparte de 
ello, surgirían consecuencias de tipo práctico -que también se 
han mencionado durante la sesión- en el sentido de que la edad 
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mínima en un caso sería la máxima en el otro, por lo que los 
incentivos y beneficios proyectados para quien permaneciera 
cumpliendo sus funciones laborales no podrían aplicarse, pues- 
to que se habría dispuesto su cese, en función de las normas 
cuya derogación se propone, antes de que pudiera optar por los 
incentivos, 


En cambio, señor Presidente, discrepo con el segundo inci- 
so de este artículo, que me merece objeciones de carácter jurí- 
dico similares a las que se efectuaran en el día de ayer con 
respecto a la derogación del famoso Documento Unico de Im- 
portación. No cabe la menor duda de que las normas adminis- 
trativas, decretos y resoluciones dictados durante la vigencia de 
las disposiciones que ahora se derogarían, son absolutamente 
regulares desde el punto de vista jurídico y, por lo tanto, sería 
improcedente que la norma legal invadiera el área de la Admi- 
nistración, declarando descaecidas e inaplicables -tal como ex- 
presa este inciso- las normas administrativas dictadas en forma 
regular en la situación anterior, Dichas normas son válidas, así 
como los actos administrativos que surgen en función de ellas. 


Otra solución que podría encontrarse, pero que no se tuvo 
en cuenta en el proyecto de ley, sería declarar la retroactividad 
de la ley y, en ese caso, dar lugar a que las personas afectadas 
por estos actos administrativos pudieran llevar adelante los re- 
cursos y acciones competentes, de acuerdo con lo que establece 
nuestro régimen jurídico, En cambio, no creo que sea regular 
que el Poder Legislativo incursione cada vez más en el área 
típica de los actos administrativos reglamentarios y de ejecución, 


En el día de ayer, también se señaló que esto se suma a 
otras acciones del Poder Legislativo en esa misma dirección, 
que considero inconvenientes. Es más, algunas han invadido el 
área del Poder Judicial, como la suspensión de ejecuciones o 
desalojos; y, en otro caso, en la Legislatura anterior, se incidió 
a través de un acto legislativo en el trámite de un juicio por cl 
que se estaba a punto de dictar sentencia contra el Estado. Creo 
que el Ente demandado era ANCAP. Asimismo, ayer tuvimos 
el caso del Documento Unico de Importación, y ahora nos 
enfrentamos a este proyecto de ley. 


Por lo expuesto, reitero, no voy a acompañar con mi voto el 
segundo inciso de este artículo, por lo que solicito que se vote 
por incisos. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Ante lo expresado por el señor 
Senador Blanco, la Presidencia quiere preguntar a los autores 
de este proyecto de ley -o a quienes lo han defendido- si el 
inciso segundo de su artículo único, al declarar descaccidos e 
inaplicables los decretos del Poder Ejecutivo a que se alude y 
las subsiguientes resoluciones administrativas, determina que 
todos los actos administrativos, tanto los de carácter general 
como los de índole particular, es decir, la aplicación singular 
de los decretos, quedan sin efecto. O sea, si el ejercicio de la 
facultad legal que tenía el Poder Ejecutivo a través del decreto 
y su posterior aplicación por actos administrativos concretos o 
individuales, a determinados funcionarios, en virtud de este 
proyecto de ley, de ser sancionado, quedarían sin electo o se- 
rían anulados. 
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SEÑOR CIGLIUT!. - Así es, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la palabra, 
se va a volar en general el proyecto de ley. 


(Se vota:) 
-21 en 28. Afirmativa. 


SEÑOR LIBRAN BONINO. - Pido la palabra para fundar 
el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR LIBRAN BONINO. - En nombre de mi sector, 
debo expresar que no he votado el proyecto de ley a considera- 
ción. El Batllismo Radical siempre ha tenido -y mantiene- un 
concepto de organización de la Seguridad Social que no se 
compadece con el tenor de este proyecto, ni tampoco con el 
Decreto emitido por el Poder Ejecutivo. No solamente se trata 
de la edad, que es uno de los elementos que integran la Seguri- 
dad Social, sino también de otros, que conforman un tema muy 
complejo y amplio, que el Parlamento en su oportunidad trata- 
rá. 


Por estas razones, reiteramos, no hemos acompañado con 
nuestro voto este proyecto de ley., 


SEÑOR CADENAS BOIX. - Pido la palabra para fundar el 
voto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR CADENAS BOIX. - No puedo negar que no me 
resulta simpática la intención perseguida por este proyecto, 
porque son enemigo visceral de todo aquello que signifique . 
una traba de la libertad de trabajo de las personas. No me gusta 
que me digan a qué edad debo jubilarme. Sin embargo, en 
virtud de los fundamentos que expuse en el día de ayer, creo 
que una decisión del Poder Ejecutivo regularmente adoptada 
no puede ser suspendida ni descaecida por otro Poder del Esta- 
do. 


SEÑOR SANTORO. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR SANTORO. - Simplemente voy a señalar que el 
sector del Herrerismo ha votado negativamente este proyecto 
de ley. 


SEÑOR PRESIDENTE. - En discusión particular. 


Léase el artículo único del proyecto. 
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SEÑOR ELSO GOÑÍI, - Solicito que se suprima la lectura. 


SEÑOR PRESIDENTE, - Se va a votar la moción presenta- 
da. 


(Se vota:) 
-21 en 23. Afirmativa. 
En consideración. 


(El texto del artículo cuya lectura se resolvió suprimir es el 
siguiente: “Artículo Unico. - Deróganse los incisos segundo y 
tercero del artículo 35 del decreto-ley N* 14.189, de fecha 30 
de abril de 1974. 


Decláranse descaecidos e inaplicables, los Decretos del Poder 
Ejecutivo 141/993, de 19 de marzo de 1993, y 182/993, de 20 de 
abril de 1993; y, las resoluciones administrativas tomadas de 
acuerdo con las normas que por esta disposición se derogan”.) 


De acuerdo a lo solicitado por el sefior Senador Blanco, se 
va a votar el inciso primero del Artículo Unico del proyecto de 
ley. 


(Se vota:) 
-22 en 29. Afirmativa. 


Por vía de fundamento de voto, la Presidencia quiere expre- 
sar que ha votado afirmativamente esta disposición por com- 
partir en general los argumentos expuestos por los autores del 
proyecto en su exposición de motivos. 


Particularmente, la Presidencia entiende que, a pesar de 
provenir del Poder Ejecutivo las disposiciones que se derogan y 
que se han aplicado en los últimos meses, éstas, por su filoso- 
fía, resultan evidentemente contrarias a la política de dicho 
Poder en materia de seguridad social, que nosotros comparti- 
mos. Vale decir que el Poder Ejecutivo en las normas que se 
aprobaron en la Rendición de Cuentas pasada, propuso y obtu- 
vo que el Parlamento diera fuerza de ley a disposiciones que 
incentivan el retiro de los funcionarios y de los trabajadores, en 
general, a la edad más avanzada posible por entender que el 
sistema de seguridad social no tolera más la jubilación de los 
uruguayos a edad temprana. Para ello, se establece que con 
cuantos más años se jubile una persona mejor asignación de 
jubilación va a recibir. Aquí, por los decretos que se derogan, 
por el contrario, se afirmaba la conveniencia de que la gente se 
jubilara a edad inferior y percibiera, por consiguiente, una asig- 
nación de jubilación también menor. 


No tengo dudas de que existe una contradicción clarísima 
que no la puedo explicar entre todas las políticas y proyectos 
de ley que el Poder Ejecutivo ha remitido al Parlamento para 
fijar la edad y las condiciones en que la gente genera causal 
jubilatoria y percibe luego una jubilación y esta disposición, en 
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la cual, haciendo uso de un decreto-ley del período de facto, se 
ha rebajado la edad para jubilarse a los 65 años, quitando toda 
opción a la persona. Quiere decir que el funcionario público no 
puede jubilarse antes de los 65 afíos, pero al llegar a esa edad 
queda automáticamente jubilado. Entonces, la jubilación en vez 
de ser un derecho se transforma en una obligación. 


Esto realmente no lo puedo entender -y que me perdone el 
Poder Ejecutivo o el Ministro con quien se ha realizado el 
Acuerdo respectivo- y no puedo compartir, tampoco, la aplica- 
ción de los decretos que se dictaron en función del decreto-ley 
N? 14,189. 


Por estas razones he votado afirmativamente el primer inci- 
so de este artículo único del proyecto de ley. 


En consideración el inciso segundo del Artículo Unico. 
SEÑOR SANTORO. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR SANTORO. - Señor Presidente: ya se ha hecho 
alguna referencia con respecto a este inciso segundo que, natu- 
ralmente, innova en materia de técnica legislativa y, además, 
procede a procurar superar situaciones constituidas por escollos 
de carácter constitucional que inhabilitan al Parlamento a pro- 
yectar disposiciones como ésta que estamos analizando que, 
evidentemente, es totalmente inconstitucional, pero hay volun- 
tad y votos para seguir adelante con la misma. 


Además de estas observaciones, corresponde señalar que de 
la redacción de este inciso surgirán un sinnúmero de dudas a la 
hora de trasladarlo al funcionamiento de la Administración. 


En el segundo inciso de este proyecto de ley, se declaran 
descaccidos los Decretos del Poder Ejecutivo 141, de 19 de 
marzo de 1993 y 183 de 20 de abril de 1993. Uno de ellos 
reduce a 65 años la edad de cese obligatorio de acuerdo a lo 
que establece el inciso 1* del artículo 35 del decreto-ley N* 14.189 
y el otro dispone la reducción a 65 años del cese obligatorio -hace 
referencia nuevamente al decreto-ley de 1974- e indica a qué 
funcionarios comprende, individualizándolos por los distintos 
servicios. 


Además de declararlos descaecidos, o sea, que ya no tienen 
sustento legal, también se los dispone inaplicables. Por lo tanto, 
son inaplicables desde el momento en que esta ley esté vigente, 
porque como aquí se señaló ya se han aplicado con diversidad 
de actitudes por parte de los distintos servicios. Es así que unos 
exigieron el retiro de sus funcionarios, otros no se dieron por 
enterados y algunos tomaron medidas de carácter intermedio 
para que la situación se mantuviera en el sentido de que no se 
radicalizara y los funcionarios no dejaran de ejercer la función 
pública. En este sentido, me pregunto en qué situación quedan 
aquellas personas a quienes se les ha aplicado estos Decretos 
antes de la vigencia de esta ley. Se ve que los autores del 
proyecto comprendicron esta realidad y no solamente le quita- 
ron fundamento legal a los Decretos y los declararon inaplica- 
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bles, sino que también dispusieron que las resoluciones que 
fueron tomadas amparándose en las normas que se derogan por 
esta iniciativa, se declararan descaecidas e inaplicables. 


Evidentemente, desde el punto de vista administrativo se va 
a generar una situación complicada, difícil, confusa y de enor- 
me complejidad y habrá que determinar a nivel de una jurispru- 
dencia -que no creo que exista en el país- las posibilidades de 
trasladar esta disposición a la realidad. 


(Murmullos en Sala.) 
(Campana de orden.) 
-Sabemos que los murmullos indican desinterés. 


SEÑOR PRESIDENTE. - El señor Senador tiene razón en 
cuanto a los murmullos, pero la campana de orden es para 
indicar que se acerca la hora de finalización de la sesión. 


SEÑOR GARGANO. - Pido la palabra para una cuestión de 
orden. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Senador 
Gargano. 


SEÑOR GARGANO. - Formulo moción en el sentido de 
que se continúe con esta sesión hasta agotar el tema y luego 
comience la reunión programada para las 16 horas. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a votar la moción formula- 
da por el señor Senador Gargano. 


(Se vota:) 
-29 en 29. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Queda prorrogada la hora del término de esta sesión hasta 
que finalice la consideración de este proyecto de ley. 


Puede proseguir el señor Senador Santoro. 


La Presidencia ruega a los señores senadores que manten- 
gan silencio, porque en caso contrario se hace difícil escuchar 
la exposición del orador. 


SEÑOR SANTORO. -'No voy a seguir torturando a los 
señores senadores que, naturalmente, demuestran desinterés por 
nuestras palabras porque hay votos para aprobar el proyecto de 
ley y, por lo tanto, no es necesario escuchar mis razones. 


Queremos indicar que con este proyecto de ley se genera 
una situación más compleja. En este sentido, el señor Senador 
Silveira Zavala se preguntó en qué situación quedan aquellas 
que ya cesaron. 


¿Esta ley puede actuar tal como lo hace una sentencia del 
Tribunal de lo Contencioso Administrativo ante un reclamo de 
un funcionario público por un cargo determinado, que establez- 
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ca el derecho de esa persona a ser investida en esa función que 
había recurrido en la vía jurisdiccional administrativa? Creo 
que no. Si se respondiera afirmativamente, estaríamos trasto- 
cando toda nuestra organización de Derecho. Volvemos a com- 
prender cómo se está inaugurando y llevando adelante una 
técnica legislativa realmente inédita en el país que, a nuestro 
juicio, va a traer consecuencias de carácter político muy im- 
portantes. Evidentemente, un Parlamento que adopte esta clase 
de medidas de carácter administrativo, con la oposición del 
Poder Ejecutivo -porque éste actúa dentro de la jurisdicción 
que le corresponde- va a llevar a una situación de conflicto que 
se dilucidará de alguna manera, es decir, a través de una refor- 
ma, de un planteamiento de carácter parlamentario, o de algún 
elemento de censura. De todos modos, se deberá buscar una 
solución a este problema. 


Pensamos que el sistema político uruguayo está enfermo y, 
por tal razón, estimamos que esta disposición que ahora se 
adopta, indica nuevamente la gravedad de la enfermedad que 
aquél tiene a nivel parlamentario y de gobierno. 


SEÑOR PRESIDENTE. - En virtud de que deseo realizar 
una tercería coadyuvante en esta discusión, solicito al señor 
Senador Santoro que me sustituya en la Presidencia. 


(Ocupa la Presidencia el señor Senador Santoro) 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Walter R. Santoro). - Tiene la 
palabra el señor Presidente del Senado. 


SEÑOR AGUIRRE RAMIREZ. - Procuraré tener más suer- 
te que el señor Presidente, por lo cual le voy a solicitar a los 
señores senadores -sobre todo a aquellos que, en algún caso, 
tienen mejor formación jurídica que quien habla- tengan a bien 
escuchar los motivos que generan mi preocupación sobre el 
segundo inciso de este artículo. Tal como decía el señor Sena- 
dor Blanco hace unos instantes, lo que se expresa en este inciso 
no puede ser compartible desde el punto de vista jurídico, 
razón por la cual él no la va a votar y, quien habla, desde ya 
adelanta que tampoco lo va a hacer, aunque en general ambos 
estamos de acuerdo con la intención que se persigue en el 
proyecto de ley. 


Cabe señalar que cuando le preguntamos a algunos señores 
senadores, en una conversación informal, qué se debía hacer 
con los funcionarios a quienes ya se les había aplicado los 
decretos del Poder Ejecutivo, en realidad, no nos dieron ningu- 
na solución. Concretamente, se nos respondió que no se iba a 
hacer nada y, simplemente, volverían a sus cargos. ¿Cuál es el 
procedimiento jurídico para que regresen a sus cargos -nos 
preguntamos- dejando sin efecto un acto administrativo que el 
Poder Ejecutivo dictó en ejercicio de disposiciones que estaban 
regularmente vigentes? Una cosa es que no estemos de acuerdo 
con las disposiciones y nos parezcan absurdas o contradictorias 
con la política del Poder Ejecutivo en materia de seguridad 
social y otra distinta es que por ley dejemos sin efecto actos 
administrativos, como lo podría hacer una sentencia del Tribu- 
nal de lo Contencioso Administrativo. En realidad, más que 
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sustancia de acto administrativo, aunque tenga forma de tal, 
este segundo inciso, a mi juicio, tiene sustancia de acto juris- 
diccional, porque declara inaplicables y, por lo tanto, nulos los 
decretos y las resoluciones administrativas que en función de 
los mismos dictó el Poder Ejecutivo. 


Conviene razonar respecto de la validez jurídica de cada 
una de las normas en que se basó la actuación del Poder Ejecu- 
tivo. Cabe recordar que había un decreto-ley de la época de la 
dictadura que fue convalidado en la llamada Ley de Convalida- 
ción, que constituyó el primer o segundo acto legislativo -si no 
recuerdo mal- que dictó el Parlamento democrático en el año 
1985. Considero que este decreto-ley, aunque estaba vigente, 
cra inconstitucional, no porque lo haya dictado el Consejo de 
Estado, sino porque representaba una clarísima delegación in- 
constitucional de facultades del Poder Legislativo, o sea, las 
relativas a determinar las condiciones del cese en la función 
pública que, de acuerdo al artículo 61 de la Carta, forma parte 
de los derechos del funcionario en su carrera administrativa, 
esto es del contenido mínimo del Estatuto y las relacionadas 
con las condiciones requeridas para configurar causal jubilato- 
ría, que también constituyen materia legal, Este decreto-ley 
nunca fue impugnado ni declarado inconstitucional y, por lo 
tanto, estaba vigente. En realidad, se presumía su inconstitucio- 
nalidad y el Poder Ejecutivo, en ejercicio de las facultades que 
le otorgaba la ley, dictó los decretos que aquí se declaran des- 
caecidos e inaplicables. Por supuesto, dichos decretos eran le- 
gales y fueron dictados en el ejercicio de una facultad que 
legalmente se le había delegado al Poder Ejecutivo. Este, reite- 
ro, dictó los decretos, que no fueron impugnados, por lo tanto 
estaban vigentes, eran legales y, en su aplicación, los puso en 
práctica mediante actos administrativos. 


En consecuencia, si decimos que no podemos intervenir en 
esta materia, ante la realidad de que el Poder Ejecutivo no 
actuó ilegalmente -creo que esto nadie lo puede discutir; proba- 
blemente, haya procedido en forma equivocada, lo cual es dife- 
rente- crearíamos una injusticia. A quienes ya se les aplicaron 
esos decretos, han cesado en sus tareas. En cambio, aquellos 
casos en los que la Administración se tomó más tiempo para 
estudiar su situación o se demoró en trámites burocráticos; los 
funcionarios se salvarían si esta ley se sanciona. No se me 
escapa la injusticia que se produce: a unos se les aplica el cese, 
en tanto a otros no. Considero, no obstante, que para no caer en 
situaciones injustas el Parlamento no puede sustituir al Tribu- 
nal de lo Contencioso Adfhinistrativo ni tampoco a la Adminis- 
tración. Además, el Poder Legislativo, por ley, no puede deter- 
minar que los actos administrativos que se dictaron regular- 
mente, se declaran descaecidos, porque descaece lo que no 
tiene vigencia jurídica. ¿Cuál era el vicio de esos actos? No 
hubo vicio de competencia; no sabemos si existió vicio de 
forma y, en cuanto a la motivación, debe figurar en todos los 
actos que harán referencia a las normas en las que se funda- 
mentaron las decisiones de cese de los respectivos funciona- 
rios; los actos, además, no estuvieron viciados por desviación 
de poder. Entonces, ¿cómo podemos decir que descaecen los 
actos? Pienso que se pueden derogar las disposiciones que que- 
remos dejar sin eficacia ni virtualidad jurídica, por medio del 
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inciso primero, pero para que en el futuro no se apliquen más 
esos decretos que fueron regularmente dictados, habría que es- 
tablecer que se declaran inaplicables, en adelante, los decretos 
del Poder Ejecutivo de determinada fecha, Pero el Parlamento, 
por ley, no puede decir que queda sin efecto lo actuado antes 
regularmente, en función de los decretos. En mi concepto, el 
Poder Legislativo no puede decirle, por ley, al Ejecutivo, cuan- 
do este actuó regular y legalmente, en ejercicio de su compe- 
tencia, que lo dispuesto no tiene virtualidad y queda sin efecto, 
Realmente, no encuentro el razonamiento jurídico habilitante 


para proceder de esta manera. 


No deseo incursionar en los razonamientos que esbozó el 
señor Senador Santoro en el día de ayer -que en este momento 
me sustituye en la Presidencia- porque creo que las situaciones 
no son asimilables. Con el proyecto de ley que sancionó el 
Senado en la sesión pasada, se intentaba dejar sin efecto dispo- 
siciones administrativas del Poder Ejecutivo abiertamente ile- 
gales. Se trataba de declarar que lo establecido por el Poder 
Ejecutivo quedaba transitoriamente sin efecto, porque se trata- 
ba de un decreto, violatorio de normas legales vigentes. Ahora 
no se puede seguir el mismo razonamiento. En este caso, indis- 
cutiblemente, el decreto-ley N* 14,189 estaba y aún está vigen- 
te, y los decretos se dictaron en aplicación del mismo y los 
actos administrativos también se establecieron de acuerdo con 
esos decretos jurídicamente regulares. 


Por lo tanto, no considero que esta sea una manera adecua- 
da de legislar, Para dejar sin efecto lo que ha hecho el Poder 
Ejecutivo en forma quizás inconveniente, pero de manera in- 
discutiblemente legal, el Poder Legislativo dicta una ley y dice 
que los actos administrativos dictados legalmente quedan sin 
efecto. Aunque comparto la aspiración y la “ratio legis” de este 
proyecto de ley, me parece que incursionar por el camino del 
inciso segundo sienta un pésimo precedente y, como siempre 
digo, no creo en eso de que “no se crea precedente”. El mal 
precedente siempre se invoca en algún momento posterior y se 
vuelve a transitar por la senda equivocada. Aclaro que expreso 
esto con mucho pesar, porque me hago cargo de la situación de 
los funcionarios a los que se cesó, algunos de los cuales he 
visto transitar por los corredores y por el ambulatorio -esperan- 
do en antesala, como es de estilo- buscando que esto se dejara 
sin efecto, de modo de poder continuar en sus cargos. 


En definitiva, opino que no se puede actuar de un modo tan 
flagrantemente contrario al orden jurídico, ignorando la correc- 
ta separación entre los Poderes, como resulta de este inciso 
segundo que, por los fundamentos expuestos, voy a votar en 
forma negativa, 


SEÑOR KORZENIAK. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr, Walter R. Santoro). - Tiene la 
palabra el señor Senador. 


SEÑOR KORZENIAK. - No deseo renovar una discusión 
que tuvimos en el día de ayer sobre la posibilidad de que el 
Parlamento, cuando deroga una ley, pueda declarar, en esc 
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mismo artículo que, “por consiguiente quedan descaecidos los 
decretos dictados en aplicación de esa ley”. Creo que, honesta- 
mente -y lo digo con todo respeto hacia las opiniones contra- 
rías- esto no es discutible. Se puede objetar como se hizo más 
de una vez- que ello sea técnico -tal como lo señaló el señor 
Senador Bouza- pero, si es así, ¿por qué se establece que “por 
consiguiente quedan descaecidos tales o cuales”? Es un pro- 
blema de estilo y no de vicio jurídico, Muchas veces las nor- 
mas son explicativas. También desde el punto de vista orto- 
doxo se dice que las leyes no deben contener definiciones, pero 
nuestro Código Civil -que es estupendo- tiene aproximadamen- 
te 162, por ejemplo, la de los contratos, los tipos de obligacio- 
nes, etcétera. De manera que el señor Senador Cadenas Boix, 
que es un abogado civilista de primera clase, sabe que es así. 


El principio jurídico de que una ley puede derogar otra y 
aclararlo, aunque no sea de estilo, diciendo que por consiguien- 
te quedan descaecidas las normas administrativas dictadas en 
función de esa ley, es algo absolutamente válido. 


Por otro lado, creo que un deber del Parlamento es el de 
restablecer la legalidad de la ley frente a la Constitución y de 
los decretos frente a la ley, con sus competencias y dentro de 
sus atribuciones. Creo que una de las cosas muy buenas que se 
ha hecho en esta legislatura fue derogar, por iniciativa del 
señor Presidente del Senado, una cantidad de leyes que habían 
sido reiteradamente declaradas inconstitucionales por la Supre- 
ma Corte de Justicia. 


SEÑOR AGUIRRE RAMIREZ. - No hizo lo mismo la Cá- 
mara de Representantes. 


SEÑOR KORZENIAK. - Pero el Senado sí lo hizo. Esto se 
llevó a cabo en función de la defensa del principio de legalidad 
que, en nuestro Derecho, lamentablemente, no está en manos 
de cada ciudadano. Es decir que no existe la acción popular. 
Por lo tanto, creo que le corresponde al Parlamento, de alguna 
manera, esa misión. Además, si no fuera porque estábamos 
bajo una dictadura, el artículo 35 de este decreto-ley, que ahora 
estamos derogando en algunos de los incisos, nunca se hubiera 
dictado. Jamás se hubiera dicho en una ley que el tema del 
derecho a la permanencia en el cargo se puede resolver por una 
decisión del Poder Ejecutivo, salvo en una dictadura. Digo esto 
porque la Constitución establece que el derecho a la permanen- 
cia en el cargo integra el Estatuto de los funcionarios públicos 
y éste, en la Administración Central, se elabora por medio de 
una ley, mientras que para los Entes Autónomos rige un estatu- 
to propio que ellos mismos hacen y que luego son aprobados 
por el Poder Ejecutivo. Pero ello nunca se hace por medio de 
un decreto, ya que existen otras formalidades jurídicas. Sin 
embargo, el artículo 35, sustancialmente contrario a la Consti- 
tución, estableció que el Poder Ejecutivo podía bajar a 65 años 
el derecho a la permanencia en el cargo. Pero no hay que 
confundir esta situación -ya que de acuerdo con la tradición del 
Uruguay está fijado en 70 años por ley- con el caso inverso en 
el que, llegada la edad de 70 años, siempre se le facultaba al 
Poder Ejecutivo a autorizar para que la persona pueda seguir 
trabajando. Esa situación es totalmente distinta porque cuenta 
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con la voluntad del funcionario que expresa que quiere seguir 
trabajando. Por lo tanto, no es lo mismo facultar al Poder 
Ejecutivo para decir que a los 65 años es obligatorio jubilarse, 
que facultarlo -como efectivamente se hace- a permitir la per- 
manencía en el cargo a los 70 años. 


De manera que el artículo 35, en los incisos que ahora se 
pretenden derogar por este proyecto de ley, es flagrantemente 
inconstitucional. Pero no se trata de aquellas inconstitucionali- 
dades en las que el Parlamento puede incurrir con frecuencia 
por inadvertencia o porque el tema es discutible, sino de una 
propia, de una alcaldada que sólo se puede hacer dentro de una 
dictadura. 


Recuerdo que cuando se consideró en la Comisión de Cons- 
titución y Legislación el proyecto de ley enviado por el Poder 
Ejecutivo relativo a los funcionarios públicos, se pudo observar 
que el mismo contenía un capítulo que se refería a este tema, 
por el que se intentaba que una ley ratificara esa solución. En 
ese momento, senadores que integraban la bancada de Gobier- 
no -y habría que buscarlo en la versión taquigráfica, porque lo 
dijeron claramente- expresaron que esto figuraba ya en una 
disposición, pero como fue elaborada durante la dictadura y es 
inconstitucional, el Poder Ejecutivo no la quiere aplicar. Por 
eso propuso una ley que finalmente sustituyó aquel capítulo. 


De modo que cuando el Parlamento ahora pretende derogar 
varios incisos de ese artículo, no sólo está contemplando un 
tema de mérito, oportunidad, conveniencia o justicia para los 
funcionarios, sino que está diciendo que estos incisos son un 
disparate constitucional, por el hecho de que se habilitara al 
Poder Ejecutivo a fijar la permanencia en el cargo y no por ley. 
Tal como lo dijo hace unos instantes el señor Presidente del 
Senado, esto es una clarísima delegación de atribuciones de 
Poder a Poder, lo que:está absolutamente prohibido por la 
Constitución, aunque está permitida la delegación dentro de 
cada Poder. Pero reitero que la delegación de atribuciones de 
Poder a Poder -que es uno de los cimientos de la separación de 
Poderes- está absolutamente prohibida por la Constitución. 


Una vez que se derogue esa disposición, descaecen los de- 
cretos -aunque en el Uruguay decretos y resoluciones son nom- 
brados indistintamente- que fueron normas de tipo reglamenta- 
rio y luego las resoluciones individualizadas, vamos a llamar- 
las de esta forma, distinguiendo decretos de resoluciones. ¿Por 
qué ambos están nombrados como descaecidos? En ese senti- 
do, voy a ratificar la constancia que hoy realizó el señor Sena- 
dor Cassina, cuando expresó que están descaecidas las resolu- 
ciones que ya se hayan tomado. ¿Por qué decimos esto? ¿No 
estamos sustituyendo al Tribunal de lo Contencioso Adminis- 
trativo, como decía el señor Presidente del Senado? Si esto 
fuera así, es decir que esas resoluciones fueron tomadas dentro 
del ámbito de sus competencias y no tuvieron vicios de finali- 
dad o de contenido, entonces ningún tribunal las puede anular 
y tampoco el Tribunal de lo Contencioso Administrativo, que 
es un juez de la legalidad y no del mérito, conveniencia u 
oportunidad. ¿Qué es lo que está intentando el Parlamento en 
este caso? Está diciendo que derogamos esta ley en varios de 
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sus incisos y el descaecimiento que se produce de todo lo que 
ha hecho el Poder Ejecutivo en aplicación de esa ley abarca a 
las resoluciones individuales que se hayan tomado. ¿Qué se 
puede decir de todo esto? Se puede afirmar que estamos ac- 
tuando como un tribunal, lo que es discutible. Pero me pregun- 
to, ¿cuál es la única vía en última instancia, para que el Poder 
Ejecutivo reconozca -y en este aspecto me parece útil la cons- 
"tancia que hizo hace unos momentos el señor Senador Cassina- 
el espíritu de esta norma? Si el Poder Ejecutivo advierte que se 
han derogado estos incisos, que el espíritu del Poder Legislati- 
vo es que descaezca todo lo que se ha hecho y que sí no se 
iguala la situación se va a generar una injusticia tremenda, 
tiene todas las facultades para revocar decisiones que él mismo 
ha tomado. ¿Acaso eso también está prohibido? ¿O estamos 
preparando el camino para que el Poder Ejecutivo sostenga que 
esto se hará solamente de aquí para adelante? Creo que no; a 
mi juicio, no es ese el espíritu de todos nosotros, sobre todo de 
aquellos que han manifestado que esto es justo pero a pesar de 
serlo no lo pueden votar por razones jurídicas. El Poder Ejecu- 
tivo puede y debe hacerlo entendiendo que es de buena admi- 
nistración que si de aquí para adelante no va a poder restituir o 
declarar el cese obligatorio, lo lógico, por una razón de igual- 
dad, es establecer que se dejen sin efecto las otras resoluciones. 
Puede hacer esto, en primer lugar, porque el principio en Dere- 
cho es la irrevocabilidad de las resoluciones administrativas y, 
en segundo término, porque es evidente la existencia de una 
ilegalidad sustantiva. Reconozco que el Poder Ejecutivo puede 
haberse fundado en un decreto-ley que estaba vigente, pero no 
debemos olvidar que el mismo estaba afectado por una tremen- 
da inconstitucionalidad. En consecuencia, cuando se sostiene 
que por razones de legalidad se pueden revocar, incluso con 
efecto retroactivo, las resoluciones administrativas, se lo hace 
en un sentido amplio. Es claro que el Poder Ejecutivo debía 
manifestar que el decreto-ley estaba vigente porque la Suprema 
Corte de Justicia no lo ha declarado inconstitucional y, por esa 
razón, mientras tanto deberá aplicarse. No obstante ello, frente 
al hecho de que el Parlamento le está diciendo que lo derogan 
para que descaezcan los actos, cabe preguntarse por qué motivo 
el Poder Ejecutivo, por una razón elemental de buena adminis- 
tración, no puede sostener que va a igualar todas las situacio- 
nes. En virtud de esto, es que me parece importante la constan- 
cia de cuál es el espíritu de esta disposición. 


Finalmente, señor Presidente, deseo manifestar que sí no se 
comparte esta interpretación por la mayoría, propondré que se 
establezca, a texto expreso, que esta derogación tiene efecto 
retroactivo al día anterior a aquel en que se comenzaron a 
tomar estos decretos y resoluciones, lo que es absolutamente 
posible de hacer, Aclaro que el principio de la irretroactividad 
de la ley -a pesar de que en algunos manuales se repite con 
bastante ligereza que no se puede violar- si bien no está en la 
Constitución está en el título preliminar del Código Civil. En- 
tonces, una ley puede hacerlo, máxime cuando quiere -creo que 
ese es el espíritu de todos- declarar que una facultad que tenía 
el Poder Ejecutivo era ilegítima, no porque haya sido ejercida 
ilegítimamente, sino porque se basaba en un decreto-ley fla- 
grantemente inconstitucional. En consecuencia, no veo qué in- 
convenientes existen -y quiero que quede constancia del espíri- 
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tu con el que voy a votar este inciso segundo- para que el Poder 
Ejecutivo, por razones de buena administración, por respeto a 
la igualdad y al espíritu de la mayoría del Parlamento que vota 
esta norma, deje sin efecto las resoluciones ya tomadas. 


Es claro que los trámites jubilatorios de todos aquellos fun- 
cionarios a los que ya se les envió el telegrama, aún no están 
terminados. Todos sabemos que los funcionarios que no se han 
notificado -o no se han dado por notificado- todavía no están 
jubilados. Me pregunto si el Poder Ejecutivo tendrá un purismo 
jurídico tan estrecho para sostener que aún cuando está esta 
ley, la va a cumplir en el menor sentido posible. 


Es mi intención orientar esta exposición -y así lo estoy 
haciendo- señor Presidente, para destacar que este es el espíritu 
de la disposición. De no ser así, solicito que los señores sena- 
dores que apoyan este inciso, lo manifiesten. Entonces, si el 
Poder Ejecutivo cuenta con un elemental sentido de buena ad- 
ministración y va a dejar sin efecto aquellas resoluciones ya 
tomadas, es evidente que se va a crear una distorsión en la 
igualdad entre los funcionarios, 


SEÑOR AGUIRRE RAMIREZ. - Pido la palabra para con- 
testar una alusión. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Walter R. Santoro). - Tiene la 
palabra el señor Presidente del Cuerpo, 


SEÑOR AGUIRRE RAMIREZ. - Comparto integramente 
la primera parte de la exposición del señor Senador Korzeniak, 
no así la que refiere a la interpretación jurídica de este segundo 
inciso. 


El señor Senador Korzeniak ha dicho que el principio de la 
irretroactividad de las leyes es de rango legal y, por lo tanto, 
una ley puede dejarlo sin efecto. Asimismo, hay quienes sostie- 
nen que existe una limitación en cuanto a que no pueden dic- 
tarse leyes retroactivas cuando se afectan derechos adquiridos, . 
tema sobre el que tengo mis dudas. Además, periodísticamente 
el actual Ministro del Interior ha manifestado hace cuatro o 
cinco años una tesis -a mi juicio totalmente equivocada- segun 
la cual las leyes, por principio, tienen efecto retroactivo, 


En definitiva, el Parlamento, bajo forma y con fuerza de 
ley, no debe dictar actos sustancialmente administrativos. Como 
el señor Senador Korzeniak sabe mejor que quien habla, siem- 
pre se ha puesto como ejemplo de leyes inconstitucionales en 
este sentido, las que designaron al maestro Carlos Vaz Ferreira 
para ejercer la Cátedra de Conferencias y, muchos años más 
tarde, el Decanato o la Dirección de la recién creada Facultad 
de Humanidades. Vale decir que si por ley no se puede consti- 
tucionalmente designar a un funcionario, tampoco se puede 
destituirlo ni restituir a otro que legalmente el Poder Ejecutivo 
haya cesado. 


Creo que el problema por el que este segundo inciso, a mi 
juicio, es inconstitucional, no deriva de la irretroactividad de la 
ley porque comparto lo manifestado por el señor Senador Kor- 
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zeniak cuando se refería a la expresión “Decláranse descaeci- 
dos”, que sólo se puede sostener si se entiende que hay una 
irregularidad de orden jurídico en los actos a que se está refi- 
riendo, razón por la cual expresé que parecía una sentencia del 
Tribunal de lo Contencioso Administrativo porque en realidad 
se están anulando los actos, cuando en rigor la anulación sólo 
procede por razones de antijuridicidad, de ilegitimidad. Enton- 
ces, reitero, este segundo inciso es inconstitucional porque va 
contra la separación de Poderes, de la que en el día de ayer 
hablaron los señores Senadores Cadenas Boix y Korzeniak, La 
separación de poderes consiste en que cada Poder ejerce, en 
principio, una de las funciones jurídicas del Gobierno, Es decir, 
que el Poder Ejecutivo no tiene la exclusividad de dictar actos 
administrativos, porque también lo hacen el Poder Legislativo 
y el Poder Judicial, No obstante, cuando el Poder Ejecutivo 
dicta actos administrativos en forma legal, el Parlamento, por 
ley, no puede dejarlos sin efectos. En tal sentido, advierto que 
aprendí en su conocido estudio o monografía sobre las relacio- 
nes entre el Poder Ejecutivo y el Poder Legislativo, la defini- 
ción que del régimen parlamentario dio en función docente el 
actual señor Senador Korzeniak. Allí expresó que luego de 
censurar a un Ministro y obligar a su dimisión, al mismo tiem- 
po, ni antes ni después, puede la Asamblea General dejar sin 
efecto los actos motivantes de la censura. No lo puede hacer 
porque el solo hecho de discrepar con el fondo de la solución, 
no le da potestad para tomar el lugar del Poder Ejecutivo y 
sostener que el acto que dictó el Poder Ejecutivo lo dicta el 
Parlamento, revocándolo. A mi juicio, es eso precisamente lo 
que está haciendo este segundo inciso, Es así que, en realidad, 
está diciendo -pido disculpas por esta expresión- “señor Poder 
Ejecutivo, usted se equivocó, fue injusto, no debió utilizar este 
decreto porque es un mamarracho además de ser inconstitucio- 
nal. Este decreto conduce a situaciones injustas y no permite 
culminar la carrera administrativa de los funcionarios”. Por lo 
tanto, como no se puede actuar por razón de mérito y decir 
“quedan sin efecto” se expresa que se descaecen los actos ad- 
ministrativos dictados en su aplicación. Reitero, eso no lo pue- 
de hacer el Parlamento porque implica ejercer la función admi- 
nistrativa del Poder Ejecutivo y viola la separación de Poderes. 


Sí puede -como dice el señor Senador Korzeniak- el Poder 
Ejecutivo decir: en función de que los decretos ya no están más 
vigentes, por razón de mérito, y para equiparar a todos los 
funcionarios, como de aquí en más no podré aplicar el Decreto- 
ley a los que tienen más de'65 años de edad, a aquellos a los 
que había cesado, los restituyo a su cargo. Pero, señor Presi- 
dente, eso no se puede hacer por un acto legislativo, ejerciendo 
la competencia propia del Poder Ejecutivo. 


SEÑOR RICALDONI. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Walter R. Santoro). - Tiene la 
palabra el señor Senador. 


SEÑOR RICALDONL - Señor Presidente: lamento señalar 
que sólo podría acompañar este inciso segundo sí al mismo se 
le elimina una parte de su contenido porque, en realidad, creo 
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que sus autores no han advertido las clarísimas inconstituciona- 
lidades que presenta. Entiendo que cuando uno llega a una 
conclusión de esta naturaleza, le resulta imposible acompañar 
con su voto una norma como la propuesta. 


En lo que concierne a quien habla, su preocupación de las 
últimas semanas fue la de tratar que este proyecto de ley fuera 
considerado lo antes posible, porque, como se decía -y lo com- 
partí en su momento- cada día de demora en la sanción de este 
proyecto de ley, podría estar significando el cese forzado por 
jubilación de muchos funcionarios públicos. Lamentablemente 
era y seguirá siendo así, por más que si se aprobara este pro- 
yecto de ley y se pretendiera que la situación es distinta, 


En el día de ayer, por una clara mayoría, se votó una 
disposición que puedo admitir es polémica, pero creo -y estoy 
convencido de ello- que es evidentemente defendible. Sin em- 
bargo, si la comparamos con la que estamos tratando en este 
momento a la de ayer se le agregan las resoluciones adminis- 
trativas tomadas de acuerdo con las normas derogadas. En este 
sentido, creo que no se advierte que existe una dificultad insu- 
perable para conseguir el resultado que se busca. Cabe pregun- 
tarse qué habrá de ocurrir en la práctica si esta norma se con- 
vierte en ley, si supera todas las instancias correspondientes e 
ingresa a nuestro ordenamiento jurídico con rango legal, El 
jerarca que dispuso los ceses, seguramente -no tengo dudas de 
ello- abusando, quizás, de su derecho y no atendiendo lo que 
son razones de alta política social, no va a volver a nombrar a 
esos funcionarios. Entonces, esta ley no le sirve absolutamente 
para nada al funcionario que hoy está en trámite de pasividad o 
es pasivo. El único camino que le queda, es el de presentarse 
por la vía jurisdiccional correspondiente, luego de agotadas 
todas las posibilidades administrativas para reclamar, apoyán- 
dose en esta disposición, un derecho que evidentemente no 
tiene, porque obvio, señor Presidente, que lo que propone este 
proyecto de ley -insisto en que no lo han advertido sus autores- 
es sustituir la competencia constitucional de designar que en un 
caso tiene el Poder Ejecutivo, en otro la Suprema Corte de 
Justicia y en otro el directorio de un Ente Autónomo, por la del 
Poder Legislativo que se convierte en el que, en los hechos, 
vuelve a designar a funcionarios que han cesado. Quiere decir 
que el que va a designar a los funcionarios públicos a través de 
esta ley, en una situación que guarda algún parecido con la 
citada ley del doctor Vaz Ferreira, va a ser el Parlamento de la 
República. No tengo ninguna duda de que cualquier tipo de 
impugnación, por los medios constitucionales que se establez- 
can en este texto, tendrá éxito. 


Entonces, señor Presidente, estimo que existe una preocu- 
pación generalizada -no sé si unánime, pero ampliamente ma- 
yoritaria- por la situación de quienes, por la aplicación de nor- 
mas socialmente criticables, han perdido su trabajo y se han 
acogido a una jubilación que ni por asomo se corresponde con 
la remuneración que tenían hasta ahora. Pero entiendo que no 
es este el camino para buscar la solución de los funcionarios 
públicos que han sido, si se quiere, víctimas de la discreciona- 
lidad que otras normas legales daban al Poder Ejecutivo. Quien 
habla -hay que decirlo muy francamente- discrepa con esta 
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política social que permitió estas jubilaciones o estos trámites 
jubilatorios. Pero también tengo que admitir que esta ley dero- 
gada le posibilitó, dentro de un amplio margen de discreciona- 
lidad que le daba a la Administración Pública, desgraciadamen- 
te, actuar como lo hizo. De cualquier manera, señor Presidente, 
no creo que a ese grave error, a ese daño en muchos casos casi 
irreparable, que ha sufrido mucha gente, le tengamos que su- 
mar, con nuestro voto, una ley que establece la sustitución de 
competencias entre Poderes del Estado, 


SEÑOR PEREYRA. - Me permite una interrupción, señor 
Senador? 


SEÑOR RICALDONI. - Con mucho gusto, 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Walter R. Santoro). - Puede 
interrumpir el señor Senador. 


SEÑOR PEREYRA. - El señor Senador Ricaldoni señaló 
que el Poder Ejecutivo estaba habilitado para hacer lo que hizo. 
Lamentablemente no tengo en mí poder el texto de la ley, pero 
creo recordar muy ciertamente que la disposición de la época 
dictatorial -como lo ha recordado el señor Senador Korzeniak- 
establecía la necesidad de recabar la opinión del Banco de 
Previsión Social, lo que no se hizo en este caso, por lo cual 
pienso que el trámite cumplido por el Poder Ejecutivo fue 
defectuoso. 


A quien habla también le preocupa la suerte de aquellos 
que, de aprobarse este proyecto de ley, ya sufrieron las conse- 
cuencias de la disposición que ahora se deroga y, por lo tanto, 
obligatoriamente a los 65 años de edad, pasaron a jubilarse. 
Ellos fueron obligados a abandonar el cargo en un acto admi- 
nistrativo evidentemente de muy dudosa constitucionalidad, a 
mi juicio, no ajustado a Derecho. 


No voy a intervenir en el tema de las disquisiciones jurídi- 
cas en el que están participando nada menos que el señor Presi- 
dente del Cuerpo, el doctor Korzeniak y un prestigioso aboga- 
do como lo es el señor Senador Ricaldoni. 


No puedo hacerlo porque no me ha sido dado el privilegio 
de incursionar en esas disciplinas. 


Creo que la disposición que señala las facultades del Poder 
Legislativo, en el numeral 13 del artículo 85 de la Constitución 
de la República, establece que le corresponde “crear o suprimir 
empleos públicos”, etcétera, “acordar pensiones y recompensas 
pecuniarias”. Al amparo de esta norma y teniendo en cuenta 
además que el Poder Ejecutivo actuó no ajustado totalmente a 
derecho y la preocupación que todos tenemos con respecto a 
los funcionarios que en ese lapso de vigencia de la disposición 
se vieron compelidos a recurrir a la jubilación, propondría que 
el inciso segundo dijera: “Las personas que hubieren pasado a 
retiro para acogerse a la jubilación en virtud de los decretos 
citados, dispondrán de un plazo de 30 días para optar por la 
jubilación o reintegrarse a los cargos que desempeñaban al 
momento de la comunicación de retiro”. Se podrá decir que en 


CAMARA DE SENADORES 


€.S.- 19 


este caso estamos efectuando nombramientos pero, en mi opi- 
nión, no es así. Digo esto porque en otras leyes que hemos 
votado -recuerdo el caso del-INIA y muchas otras como, por 
ejemplo, la Ley de Empresas Públicas- se daba el derecho de 
optar a los funcionarios entre quedar en una repartición o pasar 
a otra. Me parece que lo que ya ha sido sentado como prece- 
dente en el Parlamento, posibilitaría esta fórmula que me he 
atrevido a presentar, a fin de contemplar la justa preocupación 
por aquellos que fueron compelidos a jubilarse, muchos de los 
cuales quizás quieran aceptar la situación a que se les llevó, 
pero tal vez otros deseen continuar ejerciendo la función y con 
esta disposición los habilitarífamos a ello. 


Pido disculpas al señor Senador Ricaldoni por haber formu- 
lado una moción en uso de la interrupción que él me ha conce- 
dido. Como él estaba preocupado -todos lo estamos- por este 
tema, me pareció posible sugerir esta idea a consideración de 
los señores senadores. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Walter R. Santoro). - Puede 
continuar el señor Senador Ricaldoni. 


SEÑOR SILVEIRA ZAVALA, - Me permite una interrup- 
ción, señor Senador? 


SEÑOR RICALDONI, - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Walter R. Santoro). - Puede 
interrumpir el señor Senador. 


SEÑOR SILVEIRA ZAVALA. - Quiero aclarar que el se- 
for Senador Pereyra padece de error, ya que dice que el Poder 
Ejecutivo no requirió el informe del Banco de Previsión Social 
para dictar el decreto, como lo obliga la ley. Debo decir que el 
informe se requirió y fue enviado y en él se estableció que 
dicha Institución es contraria a la fijación de criterios rígidos 
para la edad de retiro, Es decir que es partidaria de la flexibili- 
dad en esta materia. Ya se aclaró debidamente que el informe 
del Banco de Previsión Social fue requerido, enviado, y no es 
obligatorio para el Poder Ejecutivo, pues se trata simplemente 
de un asesoramiento. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Walter R. Santoro). - Puede 
continuar el señor Senador Ricaldoni. 


SEÑOR RICALDONI. - Empezando por el final de las 
interrupciones que he concedido, debo decir que la propuesta 
que acaba de formular el señor Senador Pereyra, en realidad no 
está fundamentada legal o constitucionalmente por la participa- 
ción con carácter asesor y previo del Banco de Previsión So- 
cial. Se trata simplemente de una norma -si interpreto bien- que 
deja de lado el tema en el sentido de si participó o no con su 
asesoramiento previo, como manda la Ley, el Banco de Previ- 
sión Social. Por lo tanto, no es este el camino por el que podría 
invalidarse la fórmula del señor Senador Pereyra. 
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SEÑOR SILVEIRA ZAVALA,. - No dije eso. 


SEÑOR RICALDONI. - Celebro haber concedido la inte- 
rrupción al señor Senador Pereyra porque ha expresado con una 
gran claridad y sencillez -esto es muy importante, a veces, en 
el debate parlamentario- cuál es el tenor de las preocupaciones 
que tenemos todos los integrantes de este Cuerpo, habida cuen- 
ta de las diferencias que nos separan con respecto al tema en 
cuestión. 


Personalmente, me sigue preocupando -no quiero abusar del 
tiempo que me otorga el Reglamento- lo que considero una 
muy gruesa violación del texto constitucional. Digo esto respe- 
tuosamente, pero creo que ello lo demuestra la redacción que 
estamos sometiendo a estudio. No me atrevo, en cambio, a 
hacer siquiera comentarios parecidos acerca de la propuesta 
presentada por el señor Senador Pereyra. Para esto tendría que 
tener el texto en mi poder e, inclusive, debería escuchar -es 
muy saludable hacerlo- otros puntos de vista al respecto. 


Quiero decir que el señor Senador Pereyra se equivoca si 
piensa que el hecho de no tener un diploma por haber cursado 
en la Facultad de Derecho lo inhabilita para participar en este 
debate porque, sobradamente, su trayectoria ha demostrado lo 
contrario. Pero como no se trata de elogiar al señor Senador 
Pereyra, con quien tendremos oportunidad de discrepar, sino de 
objetar el proyecto tal como viene redactado, por el momento 
lo único que digo es que con esta redacción -esta es una opi- 
nión personal y siento mucho que así sea, entre otras razones 
porque ha sido firmado por mis compañeros de sector y espe- 
cialmente por un hombre al que tanto admiro, como es el señor 
Senador Cigliuti- sólo podría votar este segundo inciso hasta la 
referencia al 20 de abril de 1993. Creo que, en definitiva, no 
hace otra cosa que tomar un perfil declarativo porque, que se 
diga que cuando se deroga una ley los decretos dictados a partir 
de ese texto legal decaecen, es una verdad de a puño. El Poder 
Ejecutivo ha seguido adelante sosteniendo todas aquellas deci- 
siones que ha tomado la Administración Pública con una ley 
que personalmente nunca me gustó, porque establece una arbi- 
trariedad muy grande y, además, como lo señalaba el señor 
Presidente del Senado hace un rato es absolutamente contradic- 
toria con toda una política de empleo público del Gobierno lo 
que demostraría que, evidentemente, en el Gobierno están apa- 
reciendo los compartimentos estancos, y ello no es bueno ni 
para él ni para el propio país. Sin embargo, lo que hizo lo pudo 
realizar válida y legalmente. Nosotros, en cambio, no lo pode- 
mos hacer legal ni constitucionalmente. Es lo que pretendemos, 


(Ocupa la Presidencia el doctor Aguirre Ramírez). 


SEÑOR KORZENIAK. - Me permite una interrupción, se- 
fior Senador? 


SEÑOR RICALDONI. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor Sena- 
dor, 


CAMARA DE SENADORES 


27 de Julio de 1993 


SEÑOR KORZENIAK, - Quisiera hacer una intervención 
brevísima para intentar disipar la preocupación del señor Sena- 
dor Ricaldoni, porque precisamente a partir de donde él señala- 
ba que estaba dispuesto a votar, hasta donde dice “abril de 
1993”, es que se incluiría el inciso que propone el señor Sena- 
dor Pereyra. Nosotros apoyamos dicha propuesta, porque nos 
parece una excelente solución, recorrida una y mil veces por el 
Parlamento en el sentido de decir que las personas que hubie- 
ran cesado por aplicación de estos decretos tendrán un plazo 
para optar. Esa opción ya se ha dado muchas veces en otras 
leyes. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE, - Puede continuar el señor Senador 
Ricaldoni, 


SEÑOR CIGLIUTI. - Me permite una interrupción, señor 
Senador? 


SEÑOR RICALDONTI. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR CIGLIUTI. - Deseo hacer una aclaración en virtud 
de la discordia que tengo con mi cornpañero de sector, el señor 
Senador Ricaldoni. Esta es una situación muy clara, puesto que 
desde un primer momento nos preocupamos por el tema de los 
funcionarios que ya estaban separados de sus cargos y de los 
que podrían estarlo en el futuro. Queda aclarado, entonces, que 
esa fue nuestra preocupación. 


El texto provino de una propuesta que formuló la bancada 
del Frente Amplio y nosotros la aceptamos. Sin embargo, in- 
trodujimos algunas modificaciones en la Comisión porque en- 
tendimos que eran necesarias, por un lado, puesto que parecía 
que no existían motivos para derogar incisos del artículo 25 
que considerábamos correcto que rigieran y, por otro, por en- 
tender que había que derogar el sustento legal de los decretos 
y, por ende, también estos últimos y las resoluciones que ha- 
bían determinado el cese de los funcionarios públicos. No sé a 
cuántos afectó esta medida porque, aun con la presencia del 
Ministro, no se dijo en Comisión la cantidad que había queda- 
do cesante. Estos -o más, que podrían serlo en el futuro- eran el 
motivo de nuestra preocupación. 


¿Por qué razón? Porque con la voluntad del Parlamento de 
derogar la ley que sirve de sustento a esos decretos, si hubiéra- 
mos creído -y no lo hemos hecho; esta no es una cuestión 
política, sino una realidad que se ve en muchos asuntos con- 
temporáneos- que el Poder Ejecutivo tenía la suficiente com- 
prensión del caso como para dejar todo sin efecto y reabrir el 
debate sobre el tema de fondo, hubiera bastado con el primer 
inciso. De todos modos, esa seguridad debe estar dada por 
disposiciones concretas y no sólo por experiencias más o me- 
nos utópicas o remotas de que se entienda cuál es la opinión 
del Parlamento y, además, que se le respete, Por esta razón, fue 
menester establecer las tres cosas: que se deroga la ley y que 
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quedan sin efecto los decretos y también las resoluciones admi- 
nistrativas. 


Cabe seflalar que las resoluciones administrativas que ten- 
drían que ser derogadas, serían sustituidas por lo que propone 
el señor Senador Pereyra, que estamos dispuestos a acompañar 
si ello significa el amparo a los funcionarios ya cesantes. El 
Parlamento no puede resignarse a decir que no le es posible 
defender a los funcionarios declarados cesantes por el solo 
delito de haber cumplido 65 años a efectos de que se jubilaran, 
si es que podían hacerlo. Ello constituye una injusticia y no es 
válido el argumento de que puedan recurrir al Tribunal de lo 
Contencioso Administrativo, porque éste podrá decir que en el 
momento que fueron destituidos estaba vigente la disposición 
legal que daba sustento a la resolución. Tampoco se podría 
argumentar que esta decisión se basaba en una ley inconstitu- 
cional, porque el Tribunal de lo Contencioso Administrativo 
reclamaría que la inconstitucionalidad debería ser declarada 
por quien corresponde y no por él. Por esta razón, señor Presi- 
dente, mantengo mi posición. 


SEÑOR PRESIDENTE. - La Mesa advierte que hace más 
de un minuto que expiró el plazo de que disponía el señor 
Senador Ricaldoni y, por esa razón, solicitamos al señor Sena- 
dor Cigliuti que finalice su intervención. 


SEÑOR CIGLIUTI. - He finalizado, señor Presidente. En 
todo caso, más adelante volveré a hacer uso de la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE, - La Presidencia lamenta que haya 
finalizado el tiempo del señor Senador Ricaldoni, quien fue 
muy generoso en la concesión de interrupciones y, por esa 
razón, ya han transcurrido sus 20 minutos. 


Tiene la palabra el señor Senador Olascoaga. 


SEÑOR RICALDONI. - Me permite una interrupción, se- 
flor Senador? 


SEÑOR OLASCOAGA. - Con mucho gusto, señor Sena- 
dor. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR RICALDONI. - Simplemente deseo redondear mi 
pensamiento en forma myy breve, Creo que la Presidencia ac- 
tuó correctamente al no permitir que siguiera haciendo uso de 
la palabra cuando ya había expirado el término de que disponía 
y me alegro que éste haya sido utilizado por el señor Senador 
Cigliuti. 


Con respecto a la fórmula presentada por el señor Senador 
Pereyra, debo decir que le veo una ventaja que consiste en el 
hecho de que el texto propuesto ya no establecería algo que, a 
mi juicio, es insostenible, es decir, que la Administración Pú- 
blica, el poder público actuó inadecuadamente y que la ley, 
posteriormente, se inmiscuye en hechos consumados a través 
de una decisión que tiene fundamento legal. Aquí lo que se está 
estableciendo es una opción para aquellos funcionarios que 
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sean declarados “víctimas” -ese fue el término que utilicé- de 
esta norma O para quienes ya les esté corriendo el trámite 
jubilatorio. 


En realidad, me gustaría tener en mi poder esta propuesta a 
efectos de poder estudiarla porque, sin duda, se aleja de la 
evidencia de inconstitucionalidad que tiene la norma en consi- 
deración. Creo que es un punto para reflexionar. 


Era cuanto deseaba manifestar. 
Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede continuar el señor Senador 
Olascoaga. 


SEÑOR OLASCOAGA. - Toda esta discusión en torno al 
inciso segundo está marcando la celeridad inadecuada con que 
está trabajando el Senado. Adviértase que, generalmente, el 
que se atrasa, posteriormente debe apurarse y, a consecuencia 
de ello, no resuelve correctamente las cosas. 


Este proyecto que estamos considerando viene con retraso, 
porque el Poder Ejecutivo dictó la norma el 19 de marzo de 
1993, estableciendo que entraría en vigencia a los 90 días, 
contados a partir del día siguiente a su aprobación. La presenta- 
ción del proyecto recién se produjo el 28 ó 29 de junio, lo que 
está señalando que hubo un período durante el cual el decreto 
estuvo vigente -nadie podía presumir que iba a surgir esta reso- 
lución del Senado- y, por lo tanto, todos aquellos que estaban 
afectados por la letra del mismo, tuvieron que ajustarse a él. 
Cualquiera que hubiera consultado al respecto hubiera tenido la 
respuesta de que tenía la obligación de jubilarse. 


En consecuencia, el primer defecto que surge con respecto 
a este proyecto es que el mismo se presentó tarde, fuera de 
hora, lo que implica una irregularidad. 


Asimismo, el proyecto original proponía una serie de dero- 
gaciones de incisos tales como el segundo, tercero, cuarto y 
quinto. Finalmente, sólo quedan los incisos segundo y tercero, 
No obstante, ahora estamos trabajando con el informe primiti- 
vo que se refería, precisamente, a la derogación de los cuatro 
incisos, y ni siquiera hay un informe de por qué se suprimió la 
derogación de los otros dos. 


El señor Senador Silveira Zavala me acota que existió un 
informe verbal y, efectivamente, escuché al señor Senador Ara- 
na. No obstante, de allí no surgieron las razones por las cuales 
desaparecen los incisos cuarto y quinto. 


Si bien puedo comprender las explicaciones que han dado 
algunos señores senadores -entre ellos el señor Senador Silveira 
Zavala- señalo que todo esto es signo de apresuramiento en el 
trabajo; y el apuro no es buen compañero. Por esa razón, mani- 
fiesto que cualquier postergación que se pueda producir con 
vistas a estudiar más profundamente la propuesta que ha hecho 
el señor Senador Pereyra, va a servir de auxilio para que, en 
definitiva, pueda tener una mejor presentación esta norma que 
no compartimos -el señor Senador Santoro me acota que tam- 
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poco la votaremos- y que agrede el fuero institucional por 
cuanto entorpece la acción de uno de los Poderes del Estado 
como es el Ejecutivo. Evitaríamos así la situación actual don- 
de, al tambor de los votos que hay en este momento, los asun- 
tos siguen saliendo, aunque sea en forma inadecuada. Quizás 
por corregir algo que está mal, este Senado siga actuando inco- 
rrectamente, Entonces, sin perjuicio de esta mayoría acciden- 
tal, nosotros esperamos que el razonamiento prime y esto pue- 
da estudiarse nuevamente, 


Por todas estas razones, no voto este inciso segundo, de la 
misma forma que tampoco lo hice con respecto al primero. 


SEÑOR BLANCO. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR BLANCO. -Deseo hacer algunos comentarios so- 
bre el inciso que estamos considerando, ampliando -de alguna 
forma- los que efectué cuando este tema se trató en forma 
general. 


Al comienzo de esta discusión, el señor Senador Korzeniak 
manifestaba que, a su juicio, no había otra interpretación que 
no fuera la de que la ley podía decir lo que se expresa en el 
inciso segundo del proyecto. Con todo el respeto y considera- 
ción que me merece el profesor Korzeniak, debo disentir con 
su punto de vista, Creo, con la misma firmeza y determinación 
que €l demostró, que el Poder Legislativo no puede dictar actos 
derogatorios o creativos de actos administrativos, ya sean éstos 
generales o particulares. 


Aun cuando haya razones de juridicidad involucradas en el 
acto administrativo de que se trate -y menos todavía si es una 
cuestión de conveniencia- el Poder Legislativo no tiene entre 
sus competencias la posibilidad de cambiar por ley las decisio- 
nes o las acciones de la Administración. Creo que es funda- 
mental afirmar y clarificar este punto. 


Con esta referencia también aludo, de alguna manera, a las 
formulaciones sugeridas con respecto a modificar este inciso. 
Es claro que los actos administrativos individuales y concretos 
no pueden ser modificados, pero tampoco pueden serlo los de 
carácter general, tales como los decretos reglamentarios que 
aquí se refieren. Sobre estos últimos cabe preguntarse lo si- 
guiente. Si este proyecto resulta sancionado, ¿los actos admi- 
nistrativos generales involucrados efectivamente desaparecen 
del mundo del derecho o no? Si lo hacen, no tiene sentido que 
la ley se refiera a este extremo, porque eso sucedería en virtud 
de la propia norma; y si no desaparecen, es decir, si siguen 
vigentes, la norma tampoco podría derogarlos. 


Personalmente, considero que los actos administrativos con- 
tinuarían vigentes, aunque si el proyecto se sanciona quedarían 
desprovistos de la base legal en la que se fundamentaron. En- 
tonces, si el Poder Ejecutivo en lo sucesivo pretendiera aplicar 
esos decretos reglamentarios generales, cualquier persona afec- 
tada por los mismos evidentemente podría argiiir ilegalidad. 
Esto no podía hacerse anteriormente, porque dichos decretos se 
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ajustaban al ordenamiento jurídico entonces vigente. Ahora sí 
podrían hacerlo. Ese es el funcionamiento regular y ordenado 
de los mecanismos jurídicos, de acuerdo con nuestro sistema 
constitucional. El legislador determina que una ley se deroga, 
pero los actos administrativos que fueron dictados en su opor- 
tunidad en base a la misma no son modificados; si el adminis- 
trador pretendiera invocarlos o utilizarlos, los particulares pon- 
drán en movimiento los recursos administrativos y luego los 
procedimientos judiciales pertinentes para lograr solucionar esta 
acción ilegal. 


SEÑOR KORZENIAK. - Me permite una interrupción, se- 
flor Senador? 


SEÑOR BLANCO. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR KORZENIAK. - No creo que debamos continuar 
con una discusión teórica. ¿Cuántas veces el Parlamento ha 
dispuesto normas legales por las que se restituyen funcionarios 
que habían sido destituidos por actos concretos? Es el caso, por 
ejemplo, de la Ley de Pacificación Nacional. Dicha ley no 
hacía referencia a casos particulares, pero sí a un conjunto de 
personas que habían sido separadas de sus cargos por certifica- 
dos C) o porque estaban en contra de la dictadura. En determi- 
nadas condiciones esos funcionarios volvieron a sus puestos de 
trabajo. 


En la Ley de Caducidad de la Pretensión Punitiva del Esta- 
do había resoluciones judiciales concretas que ordenaban una 
investigación, El Parlamento, en una situación abstracta como 
ésta, dejó todas las resoluciones judiciales sin efecto y ordenó 
cesar la investigación. ¿Por qué ahora discutimos tanto por un 
problema como éste? Lo que ocurre es que si algún defecto 
tiene esta disposición es el de ser demasiado explícita. El Poder 
Ejecutivo, recogiendo el espíritu del Parlamento, podía hacer- 
lo. Como el citado Poder en esta materia es particularmente 
obcecado, para evitar interpretaciones torcidas aclara estas cues- 
tiones. Sin embargo, el Parlamento, inspirado muchas veces en 
razones de interés social o de otra naturaleza, ha afectado reso- 
luciones concretas, sobre todo en lo que tiene que ver con 
designaciones de personas que habían sido retiradas de sus 
cargos y que con las nuevas normas reingresaron a sus trabajos. 


En el caso que nos ocupa se plantearon hipótesis generales, 
no referidas a personas concretas, y el proyecto es muy explíci- 
to justamente para evitar interpretaciones que no sean las que 
representen el verdadero espíritu del Parlamento. Como se ha 
presentado una fórmula muy ingeniosa y correcta, me parece 
que este tema podría ser perfectamente soslayado. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Con la tolerancia del señor Sena- 
dor Blanco y del Senado, ante lo expresado por el señor Sena- 
dor Korzeniak, y como integrante de la Legislatura pasada, 
quiero decir que el Parlamento en las primeras leyes que dictó 
intentando para restituir a los funcionarios que habían sido 
separados de sus cargos durante el período dictatorial, trató de 
ser muy cuidadoso en contra de lo que manifiesta el señor 
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Senador Korzeniak. En el artículo 44 de la llamada Ley de 
Emergencia para la Enseñanza, luego de un largo debate en el 
que hicimos punta con el ex Senador Batlle, se estableció que 
“La Administración Nacional de Educación Pública declarará 
la nulidad de todas las destituciones, cesantías”, etcétera, lo 
que también hará el Poder Ejecutivo en el ámbito de la Comi- 
sión Nacional de Educación Física. Nos negamos terminante- 
mente a que la ley declarara la nulidad. 


En la ley sobre destituidos, que provenía de la Cámara de 
Representantes, no modificamos nada en el Senado. En ella se 
expresaba que se establecía “el derecho de todas las personas 
que prestaron servicios en organismos estatales o en personas 
públicas no estatales” a ser reincorporadas -dados los supuestos 
que habilitaban el funcionamiento de la norma- al organismo 
correspondiente y a la recomposición de su carrera administra- 
tiva. Es decir que se trataba de un derecho de la persona a la 
decisión del órgano administrativo, de acuerdo con la ley y en 
ejercicio de su competencia administrativa, A “contrario sen- 
su” no es posible que el Poder Legislativo usurpe la competen- 
cia administrativa y determine por sí en la ley, que los actos 
administrativos no tienen virtualidad y ni siquiera deben dictar- 
se en el futuro. 


Puede continuar el señor Senador Blanco. 


SEÑOR BLANCO. - Agradezco al señor Senador Korze- 
niak la interrupción que me solicitó, porque me permite clarifi- 
car un aspecto lateral de mi razonamiento. Me estaba refiriendo 
a por qué encontraba objetable esta disposición; en cambio, no 
me parece objetable el hecho de que el Poder Legislativo con- 
sidere una solución de tipo legislativo para aquellos a quienes 
sc les hubiera aplicado la norma durante su vigencia, aunque 
para esta solución, de acuerdo con las disposiciones constitu- 
cionales, debía contar con iniciativa del Poder Ejecutivo. Te- 
niendo en cuenta que los precedentes a que hizo referencia el 
señor Senador Korzeniak tienen que ver con una situación ex- 
cepcional y considerando las explicaciones al respecto del se- 
ñor Presidente del Cuerpo, en el caso concreto de las restitucio- 
nes no me violentaría que existiera una ley, con la iniciativa 
correspondiente del Poder Ejecutivo, que se refiriera al tema. 
Pero en este momento estamos hablando de habilitar al Poder 
Legislativo a dictar actos administrativos, derogarlos, dejarlos 
sín efecto o disponer su descaecimiento. Eso es lo que objeto. 


Si en lo sucesivo la Administración quisiera aplicar estos 
decretos, los particulares y los administrados en general po- 
drían remediar la situación con los recursos y las acciones que 
prevé la Constitución. Este Poder Legislativo a su vez tendría 
los medios para ejercer el control por responsabilidad política, 
de acuerdo con el artículo 118 y, en general, por la Sección 
VIlI de la Carta Magna. 


A mi juicio, ese es el equilibrio, la armonía y la funcionali- 
dad de nuestro sistema constitucional. 


También se ha dicho -creo que fue el señor Senador Korze- 
niak y lamento volver a personalizarlo, pero me parece que él 
lo mencionó- que en el caso de la disposición que se deroga, en 
virtud de la gravedad, de lo grueso de la inconstitucionalidad 
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que ella implicaría, de algún modo se justificaría el dictar esta 
norma legal con alcance administrativo. 


Pero en nuestro régimen jurídico no hay una distinción tal 
entre inconstitucionalidades “grosso lana” y otras de menor 
entidad que justifique la aplicación de procedimientos diferen- 
tes. Además, en el caso concreto de la norma cuya derogación 
ya votamos, debe entenderse que su vigencia era totalmente 
regular. Formaba parte del régimen estatutario de los funciona- 
rios, al que éstos se incorporan en virtud de un acto-condición. 


La incorporación no da derecho a que el régimen estatutario 
no sea modificado, sino que puede serlo. Como es sabido, se 
estableció en el caso una edad menor para el retiro, En mi 
opinión, esto es inconveniente, porque es contradictorio con la 
política sobre reforma de la seguridad social. Pero es perfecta- 
mente regular dentro de las normas constitucionales. 


Por último, también deseo hacer referencia al tema de la ley 
derogatoria de otras leyes declaradas inconstitucionales por la 
Suprema Corte de Justicia, sancionada al comienzo de esta 
Legislatura. Aquí tengo que disentir con el señor Presidente y 
con el señor Senador Korzeniak, que opinan en forma similar, 
Me refiero al tema porque la discusión ha tomado un cariz 
jurídico-constitucional. 


El Poder Legislativo -y esto lo expresé en su momento, 
cuando se discutió ese proyecto de ley- es tan intérprete de la 
Constitución como lo es la Suprema Corte de Justicia. A este 
respecto, cabe indicar que el numeral 20 del artículo 85 de la 
Constitución da a la Asamblea General la facultad de interpre- 
tar la Carta Magna, sin perjuicio de los artículos correspondien- 
tes a la inconstitucionalidad. A su vez, en la economía o estruc- 
tura del sistema constitucional, se ha previsto que sea este 
Cuerpo, junto con la Cámara de Representantes, quienes inter- 
preten la Constitución de una manera obligatoria y general 
mediante la ley, en tanto que la Suprema Corte de Justicia lo 
hace en los casos concretos, con una consecuencia específica 
de inaplicabilidad de la ley inconstitucional en el caso que se 
plantea. Quien habla, sin perjuicio de que podría coincidir con 
la interpretación de la Suprema Corte de Justicia en algunas de 
las leyes entonces derogadas, reivindicó la potestad de este 
Poder Legislativo de interpretar por sí la Constitución -en fun- 
ción del numeral 20 del artículo 85- en la misma forma y al 
mismo título que la Suprema Corte de Justicia. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar el inciso segundo del artículo único de este pro- 
yecto de ley. 


(Dialogados) 


-La Mesa aclara que, de acuerdo con lo que establece el 
Reglamento, corresponde votar el texto tal como viene de Co- 
misión, salvo que sus autores soliciten que se vote con otro 
texto. 


SEÑOR SANTORO. - Quisiera saber si ya se ha repartido, 
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SEÑOR PRESIDENTE. - No, señor Senador; sin embargo, 
eso no impide que se vote, ya que se trata de un aditivo y 
simplemente habría que darle lectura. 


SEÑOR ZUMARAN. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE, - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR ZUMARAN. - Sugiero que se vote la moción pre- 
sentada por el señor Senador Pereyra que consiste en votar el 
inciso segundo hasta donde dice “20 de abril de 1993” y luego 
agregar la redacción a la que dio lectura dicho señor Senador, 
que, según entiendo, obra en poder de la Mesa, 


Si el señor Presidente lo cree pertinente, se podría proceder 
a darle lectura. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Léase cl agregado propuesto por 
el señor Senador Pereyra. 


(Se lee:) 


“Las personas que hubieren pasado a retiro para acogerse a 
la jubilación en virtud de los decretos citados precedentemente, 
dispondrán de un plazo de treinta días a partir de la vigencia de 
la presente Ley, para optar por la jubilación o reintegrarse a los 
cargos que desempeñaban”. 


Este agregado iría a continuación de: “En consecuencia, 
decláranse descaecidos y, por tanto, inaplicables, los Decre- 
tos del Poder Ejecutivo 141/993, de 19 de marzo de 1993, y 
182/993, de 20 de abril de 1993.” 


SEÑOR SANTORO. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor, 


SEÑOR SANTORO. - Más allá del hecho de que reconoce- 
mos el esfuerzo que se está realizando a los efectos de mejorar 
una redacción -porque tal como está evidentemente no pucde 
ser votada a nivel del Senado- procurándose otro texto, que es 
el que se ha dado a conocer hace unos instantes, queremos 
decir que cuando las cosas no se pueden hacer, por más esfuer- 
zos que se realicen a los efectos de concretar un objetivo que, 
en este caso, es el relativo a superar la situación generada 
como consecuencia de la vigencia de los decretos del Poder 
Ejecutivo relacionados con la aplicación del artículo 35 del 
decreto-ley 14.189, no resultan. 


Quiero decir que la redacción que se propone sufre de un 
inconveniente de carácter constitucional que es muy grave. Se 
trata del hecho de que carece de iniciativa del Poder Ejecutivo. 
Se podrá decir que simplemente estamos ante la voluntad del 
Parlamento de dar un derecho a las personas para que, en el 
caso de haber pasado a retiro, cuenten con treinta días para 
optar entre mantenerse en retiro -es decir, pasar a la condición 
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de jubilados o “prejubilados”- o reintegrarse al cargo. Natural- 
mente, vemos que no se ha tomado en cuenta lo que establece 
el artículo 86 de la Constitución, que ha sido permanentemente 
mencionado en todas las Rendiciones de Cuentas. Siempre se 
ha transitado sobre esta disposición, a veces con excesiva velo- 
cidad y otras no tanto. Ahora se vuelve a hacer eso; natural- 
mente, la situación creada como consecuencia de la vigencia 
de los decretos, producto de lo que establecía el artículo 35 del 
decreto-ley mencionado, es imposible de superar. 


Cabe señalar que la fórmula que se ha manejado sería posi- 
ble si existiera iniciativa del Poder Ejecutivo; en ese caso, el 
Poder Legislativo podría plantearse la posibilidad de modificar 
la situación, de superar el difícil momento de los funcionarios 
originado como consecuencia de lo establecido con respecto a 
la edad de retiro y de establecer un período para que los que 
están afectados, puedan optar. Reitero que esto necesita inicia- 
tiva del Poder Ejecutivo. 


Declaro que no deseo abundar en detalles; al parecer, hay 
voluntad de aprobar esta norma y, naturalmente, eso se hará, 
Más tarde, el Poder Ejecutivo tomará la posición que corres- 
ponda. Sin embargo, nos vemos en la obligación de señalar 
que, por más que se tengan buenas intenciones para procurar 
solucionar situaciones consideradas perjudiciales para ciertos 
funcionarios, evidentemente hay cosas que no se pueden hacer. 
Sabemos que igualmente se harán; no obstante, dejamos cons- 
tancia de que son de carácter inconstitucional y de que esa 
circunstancia no podrá superarse por el hecho de utilizar una 
redacción que generó entusiasmo, creyendo que con eso se 
arreglaba todo. No es así; la situación original no se supera, por 
lo que los problemas seguirán vigentes en toda su extensión e 
intensidad. 


SEÑOR BATALLA. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR BATALLA. - Muy modestamente, me permito dis- 
crepar con el señor Senador Santoro, en cuanto a que él señala 
que es de aplicación el artículo 86 de la Constitución de la 
República y, por consiguiente, no es posible adoptar la deci- 
sión a la que la Cámara pretende arribar, a los efectos de dar 
solución a este problema. 


En mi opinión, en lo que hace a este tema, se debe realizar 
una discriminación muy clara entre el cargo y el titular. Aquí 
estamos aplicando lo que, en la terminología de Jellinek, po- 
dría ser el órgano y el soporte del órgano. Simplemente, nos 
encontramos con un cargo sin titular, en la medida en que fue 
cesado por aplicación de un acto del Poder Ejecutivo. 


Pienso que resulta clarísimo que, a través del texto presen- 
tado por el señor Senador Pereyra, no procedemos a la creación 
de ningún cargo, porque él existe. Simplemente, no hay titular. 
Así, a ese titular, que ha dejado de serlo por decisión del Poder 
Ejecutivo, se le establece un plazo para que opte respecto a su 
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regreso al cargo o a su permanencia en la jubilación. En ese 
sentido, creo que es clarísimo el hecho de que aquí no hay 
creación de cargos y, por consiguiente, de ninguna manera 
cabe la iniciativa privativa del Poder Ejecutivo. 


SEÑOR PRESIDENTE, - Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar el inciso 2o. del artículo único del proyecto de 
ley, con el texto leído precedentemente, 


(Se vota:) 
- 17 en 27. Afirmativa. 


Queda aprobado el proyecto de ley, que se comunicará a la 
Cámara de Representantes. 


(Texto del proyecto de ley aprobado:) 


“ARTICULO UNICO. - Deróganse los incisos segundo y 
tercero del artículo 35 del decreto-ley No. 14,189, de fecha 30 
de abril de 1974, 


Decláranse descaecidos e inaplicables, los Decretos 
del Poder Ejecutivo 141/993, de 19 de marzo de 1993 y 
182/993, de 20 de abril de 1993. Las personas que hubieren 
pasado a retiro para acogerse a la jubilación en virtud de los 
decretos citados precedentemente dispondrán de un plazo de 30 
(treinta) días, a partir de la vigencia de la presente ley, para 
optar por la jubilación o reintegrarse a los cargos que desempe- 
fiaban.” 


SEÑOR BLANCO. - Pido la palabra para fundar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE, - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 
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SEÑOR BLANCO. - He votado negativamente porque si la 
decisión administrativa de desvinculación del funcionario no se 
hubiera consumado al momento de entrar en vigencia este pro- 
yecto, la misma no podría concretarse legalmente por parte del 
Poder Ejecutivo y éste de todos modos la hiciera efectiva, el 
funcionario tendría derecho a reclamo mediante los recursos y 
acciones constitucionales. Por otra parte, si ya se hubiera con- 
sumado la desvinculación, entonces el Poder Legislativo no 
tendría la facultad de dictar un acto que implica el restableci- 
miento de cada funcionario a su puesto, sin la iniciativa corres- 
pondiente dei Poder Ejecutivo. 


4) SE LEVANTA LA SESION 


SEÑOR PRESIDENTE. - No habiendo más asuntos en el 
orden del día, se levanta la sesión. 


(Así se hace a la hora 17 y 23 minutos, presidiendo el 
doctor Aguirre Ramírez y estando presentes los señores Sena- 
dores Alonso Tellechea, Amorín Larrañaga, Arana, Astori, 
Batalla, Bianchi, Blanco, Bouzas, Bruera, Cadenas Boix, 
Cassina, Cigliuti, Elso Goñi, Gargano, Irurtia, Korzeniak, 
Librán Bonino, Olascoaga, Pereyra, Pérez, Ricaldoni, Ries- 
go, Santoro, Silveira Zavala, Urioste y Zumarán.) 
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